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SALA CUARTA DE DECISIÓN 

 

Magistrada Sustanciadora 

MARÍA CLAUDIA ISAZA RIVERA 

 

Florencia, veintiocho (28) de octubre de dos mil veintiuno (2021) 

 

PROCESO: ACCIÓN DE TUTELA 1ra INSTANCIA. 

RADICACIÓN: 18001-22-08-000-2021-00398-00. 

ACCIONANTE: ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS. 

ACCIONADO:  JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN JOSÉ DEL FRAGUA, CAQUETÁ. 

 

I. ASUNTO A RESOLVER 

 

Se procede a resolver sobre la admisión o no de la acción de tutela 

instaurada por ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, en contra del Juzgado 

Promiscuo Municipal de San José del Fragua, Caquetá y como se hace 

necesario la vinculación del Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de los 

Andaquíes, Caquetá, este Tribunal tiene competencia para asumir el 

conocimiento de esta y el escrito reúne los requisitos mínimos exigidos, 

conforme a lo previsto en el artículo 86 de la C.N. y en los Decretos 2591 

de 1991, el 1382 de 2000, el Decreto 1983 de 2017, y el Decreto 333 de 

2021, esta Corporación encuentra procedente admitirla. 

 

Como de los hechos expuestos en el escrito tutelar, se infiere que la decisión 

que se adopte en la presente acción de tutela podría afectar al Juzgado 

Promiscuo del Circuito de Belén de los Andaquíes, Caquetá, a las partes e 

intervinientes dentro de la acción de tutela e incidente de desacato, con 

radicado número 18610408900120090008600, tramitado en el Juzgado 

Promiscuo Municipal de San José del Fragua, Caquetá, se encuentra 

necesario su vinculación, para que se pronuncien al respecto de los hechos 

y las pretensiones expuestas en el escrito de tutela. 

  

Por lo anterior expuesto, la suscrita Magistrada de la Sala Única del Tribunal 

Superior de Florencia, Caquetá, 
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II. RESUELVE 

 

PRIMERO. - ADMITIR la acción de tutela incoada por ANGELA MARIA 

CRUZ LIBREROS, en contra del Juzgado Promiscuo Municipal de San José 

del Fragua, Caquetá, por lo antes expuesto.   

 

SEGUNDO.- CONCÉDASE al Juzgado Promiscuo Municipal de San José del 

Fragua, Caquetá, el término de un (1) día siguiente a su notificación, para 

que ejerza su derecho de defensa y contradicción sobre lo expuesto por el 

accionante en el escrito de tutela, rinda el correspondiente informe sobre el 

asunto y allegue las pruebas que pretenda hacer valer a su favor si a bien 

lo tiene, so pena de operar en su contra la presunción de veracidad de los 

hechos y entrar a resolver de plano (Art. 20 del Decreto 2591 de 1991). 

 

TERCERO.- VINCULAR al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de los 

Andaquíes, Caquetá, a las partes e intervinientes dentro de la acción de 

tutela e incidente de desacato, con radicado número 

18610408900120090008600, tramitado en el Juzgado Promiscuo Municipal 

de San José del Fragua, Caquetá, concediéndoles el término de un (1) día, 

a partir de la notificación  de esta providencia, para que se pronuncien 

respecto de los hechos y pretensiones expuestos en el escrito de tutela y 

alleguen las pruebas que pretendan hacer valer a su favor si a bien lo tienen, 

suministrándoles copia digitalizada del escrito de tutela y sus anexos. 

 

CUARTO: ORDENAR a la Secretaría de la Corporación, fijar aviso en la 

página de la rama judicial, para que las personas que se crean con derecho 

a intervenir en la presente acción de tutela e incidente de desacato ejerzan 

su derecho de defensa. 

 

QUINTO. - ORDENAR al Juzgado Promiscuo Municipal de San José del 

Fragua, Caquetá y/o Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de los 

Andaquíes, Caquetá, proceda a remitir en forma INMEDIATA, el expediente 

digitalizado correspondiente al proceso de acción de tutela e incidente de 

desacato, radicado bajo el No. 18610408900120090008600. 

 

SEXTO. - ORDENAR a la Secretaría de la Corporación, proceda a remitir en 

forma INMEDIATA, el expediente digitalizado correspondiente al proceso de 

acción de tutela 2021-00353-00. 

 

SÉPTIMO. -ORDENAR a la Secretaría de la Corporación, cumplir 

inmediatamente el presente auto y una vez vencido el término concedido a 

la parte accionada, regrese la actuación al Despacho. 

 

OCTAVO. - NOTIFICAR de esta decisión a las partes por el medio más 

expedito y eficaz conforme el art. 16 del Decreto 2591 de 1991. 
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NOVENO. - La Secretaría de la Sala deberá certificar si sobre el asunto se 

surtió o se surte algún trámite ante esta Sala. Además, librar las 

comunicaciones respectivas, adjuntando las documentales pertinentes. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. - 

 

 

 

MARÍA CLAUDIA ISAZA RIVERA  

Magistrada  

  

 

Firmado Por: 

 

Maria Claudia Isaza Rivera 

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional 

Sala 1 Penal 

Tribunal Superior De Florencia - Caqueta 
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Santiago de Cali, octubre de 2021 
 
 
Señor 
JUEZ DEL CIRCUITO - REPARTO 
Belén de los Andaquíes, Caquetá 
E.    S.    D. 
 
 
REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA – NEGACIÓN DE 

DESVINCULACIÓN. 
 
ACCIONADO: JUZGADO ÚNICO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN 

JOSÉ DE FRAGUA, CAQUETÁ 
 
ACCIONANTE:    ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS 
 
DERECHOS TUTELABLES:  DEBIDO PROCESO, LIBERTAD, PATRIMONIO Y 

BUEN NOMBRE 

 

ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, mayor, identificada con la cédula de ciudadanía 

No.66.899.321 expedida en Cali, Valle del Cauca, actuando en nombre propio, con todo 

respeto presento ante su Despacho ACCION DE TUTELA por Vía de Hecho en contra del 

JUZGADO ÚNICO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN JOSÉ DE FRAGUA en razón a la 

negativa de desvinculación del incidente de desacato a mi poderdante, lo que produce una 

violación grave al debido proceso y a la libertad, de conformidad con el artículo 86 de la C.P. 

Para mayor claridad, el presente documento tiene la siguiente estructura:  

I. El problema constitucional a resolver 
II. Presupuestos de hecho del problema 

III. Presupuestos normativos del problema 
IV. Pretensiones  
V. Configuración constitucional de la vía de hecho  
VI. La vía de hecho en la actuación judicial concreta que involucra a Coomeva EPS y a 

su representante legal 
VII. Argumentos constitucionales de respaldo de la presente acción  

 
 
 

I. EL PROBLEMA CONSTITUCIONAL A RESOLVER 
 

Para efectos de la presente acción, he determinado como problema constitucional el 
siguiente: ¿por qué la negativa de mi desvinculación del incidente de desacato 2009 – 001 
constituye una vía de hecho que viola gravemente el debido proceso y, como consecuencia 
arrasa en forma inminente el ejercicio mis derechos a la libertad, el patrimonio y el buen 
nombre? 
 

II. PRESUPUESTOS DE HECHO DEL PROBLEMA 
 
Constituyen presupuestos de hecho de la presente acción los siguientes: 
 

1. En el Juzgado Único Promiscuo Municipal de San José de Fragua se adelantó la 
acción de tutela 2009 – 001 por medio de la cual se solicitó el amparo constitucional 
al derecho a la salud por el eventual incumplimiento de Coomeva EPS en el 
aseguramiento a que está obligada. 

 
2. El trámite tutelar desembocó en incidente de desacato por el presunto incumplimiento 

al fallo de tutela. 
 

3. Consecuencia de lo anterior, el respectivo incidente de desacato, finalizó con la 
medida sancionatoria en mi contra, consistente ya sea en arresto, multa o compulsa 
de copias a la Fiscalía General de la Nación por el eventual fraude procesal o con 
todas ellas.  
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4. El despacho de conocimiento profirió la sanción a mi nombre. 
 

5. Desde el 1 de mayo de 2021, me desvinculé laboralmente de Coomeva EPS, lo cual 
pruebo con la certificación expedido por el área de talento humano de la EPS (Ver 
anexo) 

 
6. Mediante escrito radicado ante el Despacho Judicial accionado, solicité mi 

desvinculación del incidente de desacato con radicado No. 2009 – 001, en razón de 
la pérdida de mi vínculo laboral con la entidad encargada de dar cumplimiento al fallo 
de tutela. 

 
7. Mediante oficio No. 603 del catorce (14) de septiembre de 2021, el Juzgado Único 

Promiscuo Municipal de San José de Fragua, negó mi desvinculación dentro del 
trámite incidental de desacato con radicado No 2009 – 001. 

 
8. Esta decisión constituye una vía de hecho en tanto viola gravemente mi derecho de 

defensa (debido proceso) y como consecuencia quebranta de manera inminente el 
ejercicio de mi libertad, la defensa de mi patrimonio y mi buen nombre, 
respectivamente según cada sanción. 
 

 
III. PRESUPUESTOS NORMATIVOS DEL PROBLEMA 
 

En el entendido que el Derecho son órdenes coercitivas dirigidas al comportamiento 
humano, el presupuesto normativo de una regla lo constituye la prescripción de una 
conducta, la que se describe a través del operador deóntico que define el contenido del 
mandato: una orden positiva (hacer), una negativa para abstenerse de hacer (prohibición) y, 
finalmente un permiso. Lo anterior se expresa gramaticalmente con un verbo que se 
denomina rector. 
 
Así entonces, el problema constitucional planteado se origina en la negativa del despacho 
de conocimiento de desvincularme de la contención vigente contra Coomeva EPS, 
trasladando una sanción disciplinaria a quien carece de la más mínima posibilidad de 
influencia para que la EPS demandada cumpla su obligación legal y judicialmente impuesta. 
 
Ahora bien, las sanciones en trámite de tutela, tienen la categoría jurídica del Derecho 
Disciplinario Sancionatorio, en el cual la responsabilidad que se imputa es estrictamente 
subjetiva y, por tanto, la autoridad que disciplina debe ser rigurosamente celosa del 
cumplimiento del debido proceso. 
 
En los casos en concreto, la negativa de mi desvinculación del trámite incidental de desacato 
configura una vía de hecho que viola el debido proceso, en tanto a folios no aparece 
constancia alguna de mi presencia física en audiencia de contradicción frente al reproche 
del incumplimiento de parte de la EPS, lo cual significa que no hay evidencia de la 
negligencia u omisión de mi parte en dicho comportamiento y por tanto la sanción reposa en 
un concepto de responsabilidad objetiva. 
 
 

IV. PRETENSIONES 
 

Con fundamento en lo anterior, con todo respeto formulo a usted señor juez las siguientes 
pretensiones: 
 

 
1. Que se declare la vía de hecho en que incurrió el Juzgado Único Promiscuo 

Municipal de San José de Fragua, al negar mi desvinculación procesal en el 
trámite incidental de desacato iniciado contra COOMEVA EPS identificado 
con el radicado No 2009 – 001. 

 
2. Como consecuencia de lo anterior, tutelar mis derechos al debido proceso, a 

la libertad, el patrimonio y el buen nombre. 
 

3. En consecuencia, con lo anterior, revocar la decisión proferida por el 
JUZGADO ÚNICO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN JOSÉ DE FRAGUA 
y decretar mi desvinculación y como consecuencia de tal revocatoria: 
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a. Anular la sanción a mi impuesta dentro del incidente de desacato 
identificado con radicado No 2009 – 001. 
 

b. Librar los oficios notificando la anulación de la medida, dirigidos a la 
Policía Metropolitana de Cali, Consejo Superior seccional de la Judicatura 
y Fiscalía General de la Nación. 
 

V. CONFIGURACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA VÍA DE HECHO  
 
La jurisprudencia constitucional colombiana ha construido la figura de la vía de hecho en el 
siguiente sentido, según la sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, MP. Jaime Córdoba 
Triviño: 

 
“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 
profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia 
para ello.  
 
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido.  
 
c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio 
que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la 
decisión.  
 
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 
base en normas inexistentes o inconstitucionales1 o que presentan una 
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.  
 
f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de 
un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 
decisión que afecta derechos fundamentales. 
 
g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 
judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 
legitimidad de su órbita funcional. 
 
h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 
cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 
dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 
garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante 
del derecho fundamental vulnerado2.  
 
i. Violación directa de la Constitución.” 
 

 
VI. LA VÍA DE HECHO EN LA ACTUACIÓN JUDICIAL CONCRETA QUE 

INVOLUCRA A COOMEVA EPS Y A SU REPRESENTANTE LEGAL 
 

 
Como se afirmó, la vía de hecho en el caso que nos atañe se visualiza en no cumplir, o 
retardar el cumplimiento de la obligación jurídica de desvincularme, lo cual se subsume en 
la categoría jurisprudencial de Defecto procedimental, Defecto fáctico y 
Desconocimiento del precedente. 
 
En efecto, como se ha venido afirmado, el Juzgado Único Promiscuo Municipal de San José 
de Fragua negó sin fundamento legal alguno mi desvinculación, cuando no me asiste ningún 
vínculo laboral con Coomeva EPS y por tanto carezco de influencia ante la institución para 
el cumplimiento de la obligación judicial. 
 
Este comportamiento judicial se puede subsumir en el defecto procedimental absoluto por 
cuanto la actuación del juez consiste en extender, más allá de lo razonablemente legal una 
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sanción de naturaleza subjetiva, lo que por sí solo amerita el reproche judicial en vía de 
tutela.  
 
En un defecto fáctico ante la valoración defectuosa de pruebas allegadas en el momento 
de mi solicitud de desvinculación.  
 
Y, en desconocimiento del precedente, teniendo en cuenta la sentencia del H. Consejo de 
Estado en la que se expone un caso con circunstancias similares y en dicha decisión se 
ordena la inaplicación de las respectivas sanciones ante la renuncia de quién era el 
encargado el cumplimiento de fallos de tutela y posteriormente, solicita la desvinculación de 
la misma ante la imposibilidad de dar cumplimiento.  
 
Consecuencia de lo anterior es la violación al debido proceso que garantiza la técnica 
defensa y el equilibrio de las cargas públicas en una relación jurisdiccional que, producto del 
silencio del señor juez, deja sin instrumentos judiciales de defensa a la accionada ante la 
instancia decisora; de contera, con tal comportamiento se arrasa con la libertad, el patrimonio 
individual y el buen nombre de mi prohijada y por ello, deberá protegerse tales valores 
constitucionales en cabeza mía. 
 
Como si lo anterior fuera poco, la negativa de desvinculación, transforma una medida 
disciplinaria, disuasiva y temporal en un castigo retributivo prolongado en el tiempo, 
transformando un acto personal de responsabilidad subjetiva en otro de responsabilidad 
objetiva de carácter punitivo, lo que está proscrito en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
 

VII. ARGUMENTOS JURISPRUDENCIALES DE RESPALDO DE LA PRESENTE 
ACCIÓN 

 
Si bien en principio no tendría cabida la posibilidad de instaurar una acción de tutela contra 

ninguna providencia judicial, debido a que, en condiciones normales, todo pronunciamiento 

judicial está sometido al ejercicio de los medios de impugnación previstos en el ordenamiento 

jurídico, también es evidente que dichas providencias deben de estar formalmente escritas, 

diferente de lo fáctico del caso, en donde la realidad muestra ausencia material de la 

decisión, es decir, existe silencio judicial; por eso, el artículo 86 de la Carta Fundamental 

contempla la hipótesis de que las autoridades públicas, entre ellas, las que integran la Rama 

Judicial, pudieran causar atentado o vulneración a los derechos fundamentales de las 

personas y por ello, permitió que en éstos casos, que el afectado pueda ejercer la acción de 

tutela contra la correspondiente decisión. 

Sin embargo, cuando el juez incurre en vía de hecho, esta sola circunstancia amerita la 

acción de tutela, por cuanto el operador judicial actúa contra derecho; la vía de hecho 

entonces, configura una violación autónoma de los derechos constitucionalmente 

reconocidos.  

En ese contexto, precisó la alta H. Corte Constitucional, a través de la sentencia T-684 de 

2004, con ponencia de la magistrada Clara Inés Vargas, que el mecanismo de amparo se 

puede abrir paso incluso frente a las determinaciones adoptadas en el marco del incidente 

de desacato, y para el efecto, hizo el siguiente planteamiento: “La acción de tutela procede 

excepcionalmente contra las decisiones tomadas en el curso de un incidente de desacato, 

si puede verificarse la existencia de una vía de hecho. Lo anterior, por cuanto es claro que, 

por medio del incidente de desacato, las autoridades judiciales toman decisiones que pueden 

vulnerar los mandatos superiores.” 

La vía de hecho en el presente caso consiste en: 

a. Extender por fuera de la vinculación laboral una sanción disciplinaria originada en el 

cumplimiento de sus funciones misionales. 

b. No existe prueba en el expediente de la naturaleza dispositiva del cargo que 

desempeñé en Coomeva EPS, es decir, no está probada mi capacidad de 

comprometer patrimonialmente a la EPS. 
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c.  La sanción impuesta carece de respaldo probatorio de la negligencia, omisión o 

contumacia de mi parte para configurar la responsabilidad subjetiva en el 

incumplimiento de la orden tutela a Coomeva EPS. 

d.  En el expediente no existe prueba de la responsabilidad subjetiva, ergo, la sanción 

se fundamente en la responsabilidad objetiva.  

Así las cosas, entonces, es indudable que la configuración material de la vía de hecho en el 
caso concreto tiene pleno respaldo fáctico y jurídico en el desarrollo jurisprudencial y, por 
ende, lo que procede al juez que conoce esta acción de tutela, es otorgar el amparo 
solicitado. 
 
De la misma manera, la solicitud de desvinculación tiene su sustento en 
jurisprudencia del H. Consejo de estado bajo el radicado: 11001-03-15-000-2017-0342-
901(AC): 
 

“En escrito de 25 de septiembre de 2017, el actor solicitó la 
desvinculación del proceso de tutela y, en consecuencia, que se 
ordenara la inaplicación de la sanción impuesta, para lo cual afirmó que 
no era el responsable del cumplimiento del fallo, dado que mediante 
acta de 13 de diciembre de 2016, le fue aceptada la renuncia al cargo 
que ostentaba en Cafesalud, solicitud que fue declarada improcedente 
por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Florencia, en 
auto de 29 de septiembre de 2017 , para lo cual consideró lo siguiente: 
 
“…considera el Despacho que no es procedente tal solicitud de 
inaplicación, toda vez que durante el trámite incidental el señor Carlos 
Alberto Mejía, no demostró el cumplimiento de la orden dada mediante 
sentencia del 26 de octubre  de 2015, pese a los requerimientos 
efectuados por el Despacho, lo que conllevó a que a través de 
interlocutorio N.º 02468 fechado 2 de septiembre de 2016 se decidiera 
la presente acción constitucional, providencia que fue confirmada por 
el Tribunal Administrativo del Caquetá mediante auto N.º Al. 53-09-454-
16 de fecha 22 de septiembre de 2016, fecha para la cual el hoy 
solicitante fungía como representante legal de Cafesalud EPS”. 
 
De lo expuesto, se advierte que, si bien en un primer momento, la 
sanción por desacato estuvo correctamente impuesta, pues antes 
de imponerse la misma el actor guardó silencio tanto en la 
oportunidad en que fue requerido para que acreditara el 
cumplimiento del fallo, como en el traslado que se le corrió del 
auto de apertura del incidente de desacato para que ejerciera su 
defensa, y en esas condiciones no podían las autoridades 
accionadas examinar la actitud del obligado frente a la orden ni 
establecer si se había adelantado alguna gestión tendiente al 
cumplimiento, también se evidencia que con posterioridad al auto 
que impuso la sanción y a aquel que la confirmó el señor Carlos 
Alberto Cardona Mejía informó al juzgado de conocimiento que 
desde el 13 de diciembre de 2016, le había sido aceptado su 
renuncia al cargo de representante legal de Cafesalud y, con 
fundamento en ello, solicitó la inaplicación de las medidas de 
coerción impuestas, solicitud que fue despachada 
desfavorablemente, sin hacer reparo alguno respecto a la 
situación actual planteada por el actor. 
 
En ese contexto, la Sala advierte que el juzgado debió contemplar la 
situación particular del actor, atendiendo a las circunstancias fácticas y 
jurídicas puestas en conocimiento que evidenciaban con suficiencia 
que el sancionado no se encontraba en posibilidad de dar cumplimiento 
a la orden judicial impartida en el fallo de tutela, no obstante, el 
despacho accionado se limitó a indicar que el actor no había dado 
cumplimiento al fallo, sin hacer el respectivo análisis de si existía o no 
responsabilidad subjetiva en la actuación del obligado, de conformidad 
con la citada jurisprudencia constitucional. 
 
De no haberse pretermitido el estudio sobre la responsabilidad 
subjetiva, la autoridad judicial accionada habría tenido suficientes 
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elementos de juicio para inaplicar la sanción impuesta, dado que 
mantenerla vigente en cabeza de Carlos Alberto Cardona Mejía, 
quien ya no tiene ningún vínculo con la entidad destinataria de la 
orden de tutela vulnera su derecho fundamental al debido proceso 
y amenaza la libertad personal, por cuanto no se le podría endilgar 
negligencia o rebeldía en su acatamiento, sino una imposibilidad 
material y jurídica para ello. 
 
Así las cosas, es claro que no podía predicarse una actitud indolente 
por parte del actor frente a la orden de tutela que le hiciere soportar la 
continuidad de la sanción por desacato, aun cuando acreditó ante el 
juzgado de conocimiento la imposibilidad de cumplimiento por su 
desvinculación de la entidad. Por el contrario, al advertirse que no podía 
endilgarle responsabilidad al actor y que en razón a las circunstancias 
particulares la sanción no operaba como mecanismo para asegurar el 
cumplimiento del fallo, lo procedente era levantar o inaplicar la sanción 
impuesta. 
 
En ese orden de ideas, es forzoso concluir que la providencia de 
29 de septiembre de 2017 incurrió en un defecto fáctico, en la 
medida en que realizó una valoración defectuosa de las pruebas 
allegadas al incidente, lo que conlleva la vulneración del derecho 
fundamental al debido proceso del actor en la medida que 
mantuvo de manera injustificada una sanción de arresto y multa 
por desacato, pese a que el actor solicitó su inaplicación debido a 
la imposibilidad jurídica de dar cumplimiento al fallo de tutela, 
dada su desvinculación de la entidad destinataria de la orden 
judicial. 
 
Con base en lo expuesto, la Sala considera que al mantener la 
sanción pese a la acreditación su imposibilidad jurídica de dar 
cumplimiento al fallo de tutela, el Juzgado Segundo Administrativo 
del Circuito de Florencia tergiversó la naturaleza y finalidad del 
incidente de desacato e incurrió, como se dijo, en una valoración 
defectuosa de las pruebas allegadas al incidente, por lo que la Sala 
considera que tal autoridad judicial vulneró el derecho al debido 
proceso del actor. 
 
Por consiguiente, la Sala revocará la decisión de primera instancia y, 
en su lugar, concederá el amparo al derecho fundamental al debido 
proceso de Carlos Alberto Cardona Mejía, por lo que se dejará sin 
efecto el proveído de 29 de septiembre de 2017, proferido por el 
Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Florencia, que declaró 
improcedente la solicitud de inaplicación de la sanción. En 
consecuencia, se le ordenará proferir una nueva decisión respecto a la 
solicitud de inaplicación de la sanción elevada por Carlos Alberto 
Cardona Mejía, providencia que deberá atender a la finalidad del 
incidente de desacato”. 

 
  
En casos similares, es decir por los mismos supuestos facticos y jurídicos, donde soy la parte 
accionante, múltiples Despachos Judiciales, expresaron: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

7 

Despacho judicial 
Fecha de la 
providencia 

Argumentos de la célula judicial 

Tribunal Superior de Medellín - 
Sala Penal para Adolescentes 

2 de agosto de 
2021 

 
“No existe discusión en este asunto que la sanción por 
desacato fue impuesta a la accionante quien para la fecha 
en que se decidió el incidente fungía como representante 
legal de COOMEVA EPS, no obstante, con posterioridad 
a dicha decisión se nombró a otra persona en dicho cargo, 
lo que quiere decir que actualmente la sancionada no tiene 
facultades para cumplir el fallo de tutela, siendo esa la 
finalidad del trámite del incidente de desacato. 
Lo expuesto significa que ante la desvinculación de la 
accionante de COOMEVAEPS, surge para aquella la 
imposibilidad de ejecutar las acciones pertinentes para 
materializar las órdenes del fallo constitucional y la 
obligación del juez, dada esa particular circunstancia, de 
exonerarla de las sanciones impuestas por el 
desobedecimiento, pues es requisito indispensable que el 
destinatario de la orden, para el momento en el que se 
realice la ejecución de la misma, tenga la posibilidad de 
cumplirlo, porque de ejecutarse la misma, se vulneraria su 
derecho a la libertad y se desconocería el precedente 
jurisprudencial. 
Por lo tanto, se impone, por encima de toda consideración, 
procurar la salvaguarda de las prerrogativas denunciadas, 
como ya se advirtió, por lo que se revocará la decisión del 
Juzgado a quo y, con tal fin, se invalidarán los autos 
proferidos por el JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL 
PARA ADOLESCENTES DE MEDELLIN por los cuales 
negó la solicitud de desvinculación del trámite incidental 
de la  exrepresentante legal de COOMEVA EPS dentro de 
los desacatos 2018-00328 y 2018-00169, y se le ordenará 
que profiera una nueva determinación frente a la petición 
elevada por el apoderado de la demandante, atendiendo 
los parámetros plasmados en esta providencia.” 
 
 

Diecinueve Penal del Circuito 
con Función de Conocimiento de 

Medellín 

30 de julio de 
2021 

 
“Se advierte entonces que, cuando se impuso la sanción 
por el incumplimiento de los precitados fallos de tutela, 
quien fungía para ese momento como Gerente General de 
la EPS COOMEVA, era la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS, y para ese momento estaba obligada a dar 
cumplimento a la orden impartida por la Juez 5 penal 
Municipal de Medellín, la cual fue confirma en sede 
consulta, pero a la fecha la agenciada, ya no funge como 
Gerente General de la entidad prestadora de salud y frente 
a ello se le imposibilita dar cumplimiento a las órdenes 
proferidas en las providencias ya que, esta ante una 
imposibilidad material y jurídica para ello, pues se lograr 
probar en el plenario que la sanción, no obraba como 
instrumento para asegurar el cumplimiento del fallo y por 
ello no es procedente mantener la imposición de la 
sanción de arresto, debido a que, esta no tiene una 
relación punitiva sino que, es una medida persuasiva que 
tiene por finalidad de evitar transgresiones a los derechos 
fundamentales; si bien de acuerdo a los manifestado por 
los incidentista no se ha dado cumpliendo a las órdenes 
impartidas, lo cierto es que quien debe de responder ante 
estos incumplimientos es EPS COOMEVA y quien haga 
sus veces de Gerente General a la fecha.” 
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Segundo Civil del Circuito de 
Oralidad de Envigado 

21 de junio de 
2021 

"Es cierto entonces, que en virtud de la responsabilidad 
subjetiva antes referida, las sanciones fueron 
correctamente impuestas en contra de la señora CRUZ 
LIBREROS en los incidentes de desacato antes 
mencionados, puesto que para la fecha de los proveídos, 
por su cargo, era la encargada del cumplimiento de los 
fallos de tutela, pero no es menos cierto, que se encuentra 
acreditado en el plenario que la misma ya no está 
vinculada laboralmente a COOMEVA EPS, lo cual hace 
que para ella no sea posible acatar y cumplir unas órdenes 
de tutela, traducidas en la prestación de un servicio de 
salud, que debe suministrar la EPS, de suyo que sea 
inocuo mantener estáticas unas sanciones, que como 
quedó visto, no son la finalidad primigenia del desacato, si 
no procurar el restablecimiento de los derechos 
conculcados que dieron lugar al mismo." 
 

 

Juzgado Quinto Penal del 
Circuito de Armenia 

8 de junio de 
2021 

 
“…Por tal motivo, el hecho que la persona sancionada ya 
no labore en la entidad encargada de la prestación del 
servicio de salud hace imposible que pueda de alguna 
manera cumplir el fallo de tutela o interceder para lograr 
su cumplimiento, razón por la cual el fin de las sanciones 
impuestas por desacato pierde relevancia, pues como se 
ha sostenido en otras oportunidades por este juzgado, el 
propósito del incidente no es la sanción en sí misma, sino, 
el cumplimiento del fallo. En virtud entonces de que la 
accionante ya no tiene injerencia en la adopción de 
decisiones de la entidad y en ese orden, no tiene la 
posibilidad jurídica de ordenar el cumplimiento del fallo de 
tutela, se amparará el derecho fundamental al debido 
proceso…” 

 

Octavo Civil del Circuito de Cali 
2 de junio de 

2021 

 
“este Despacho Judicial considera que la decisión 
adoptada por la juez encartada si bien no es arbitraria o 
caprichosa, lo cierto es que sí se encuentra alejada de la 
realidad y desdeña los derechos fundamentales al debido 
proceso y posiblemente a la libertad de la accionante, por 
consiguiente, se concederá el amparo deprecado” 
 

 

Tercero Penal Municipal para 
Adolescentes de Amenia 

1 de junio de 
2021 

 
“Es así como al no ostentar en la actualidad la señora 
ÁNGELA MARIA CRUZ LIBREROS ninguna relación 
laboral con la EPS COOMEVA, no es posible exigirle a 
aquella el cumplimiento de lo ordenado en el fallo de tutela 
dictado por parte del JUZGADO TERCERO PENAL 
MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., y menos 
aún resulta viable imponerle una sanción por una omisión 
que no le es atribuible actualmente, en razón a su 
desvinculación con esa EPS” 
 

 

 
 
 

MANIFESTACION JURAMENTADA 
 

Manifiesto señor (a) Juez, que no he instaurado acción similar por los mismos hechos y 
derechos invocados en la presente demanda. 
 

PRUEBAS 
 
Ruego muy comedidamente tener como prueba de lo manifestado la siguiente: 

 
a) Documentales:  

 

- Certificado adjunto de Coomeva EPS del 1 de mayo de 2021, sobre mi 

desvinculación laboral. 
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- Certificado de Existencia y Representación Legal de Coomeva EPS, con lo que 

pretendo probar que ya no registro como Representante Legal de Coomeva EPS. 

 

- Oficio No. 603 del catorce (14) de septiembre de 2021, proferido por el Juzgado 
Único Promiscuo Municipal de San José de Fragua. 

 

- Sentencias de tutela proferidas en casos similares en mi favor. 

 
 

ANEXOS: 
 

- Los enunciados como pruebas 

- Poder para actuar 
 

NOTIFICACIONES  

  

- El Juzgado accionado recibirán las notificaciones a través del siguiente correo 

electrónico:  

 

- jprmpalsjfra@cendoj.ramajudicial.gov.co    

- La suscrita recibirá las notificaciones a través del correo 

cruzlibrerosangelamaria@gmail.com   

 

Atentamente, 

 

 

ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS 

C.C. 66.899.321 de Cali 

Persona Natural 

 

mailto:jprmpalsjfra@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Sentencia 045 
Radicado 05266-31-03-002-2021-00149-00. 
Proceso ACCIÓN DE TUTELA. 
Accionante ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS 

Demandado 
JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL 
DE GARANTIAS DE SABANETA 

Tema DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO. 

Decisión. 

TUTELA LOS DERECHOS INVOCADOS 
TUTELA CONTRA INCIDENTES DE DESACATO. 
DESVINCULACIÓN O INAPLICACION DE SANCION A QUIEN DEJA DE SER 
REPRESENTANTE LEGAL. 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

Envigado, veintiuno de junio de dos mil veintiuno.  

 

I. ASUNTO A RESOLVER. 

 

Cumplido el trámite dispuesto en el decreto 2591 de 1991, reglamentario de la 

Acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, 

procede este Despacho a dictar sentencia que resuelva, en primera instancia, sobre la 

protección de los derechos fundamentales invocados por la señora ANGELA MARIA 

CRUZ LIBREROS, en contra del JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL 

DE ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

1.1 DE LA PROTECCIÓN SOLICITADA Y LOS FUNDAMENTOS FÁCTICOS.  

 

Indicó el representante judicial de la solicitante, que en el JUZGADO TERCERO 

PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTIAS DE 

SABANETA se adelantaron en contra de la EPS COOMEVA las acciones de tutelas, 

identificadas bajo los radicados 2019-00065, 2019-00176, 2019-00426, 2019-0004, 

2018-00603 y 2018-00317, en las cuales se protegió el derecho a la salud y que, en virtud 

de dichos trámites, se incoaron así mismo, sendos incidentes de desacato, por  

incumplimiento de la EPS a los fallos de tutela.  
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Adujo que los referidos incidentes, culminaron con la sanción por desacato, traducidas 

en órdenes de arresto y/o multa, afirmando que la señora ANGELA MARIA CRUZ 

LIBREROS se desvinculó laboralmente de COOMEVA EPS desde el 01 de mayo de 

2021.  

 

Manifiesta que  solicitó al Juzgado  la desvinculación  en los incidentes de desacato con 

radicados 2019-00065 y 2019-00176, solicitud que fue negada por dicha Agencia 

Judicial y que no ha hecho pronunciamiento alguno, respecto de la idéntica solicitud, 

incoada respecto de los incidentes 2019-00426, 2019-0004, 2018-00603 y 2018-00317; 

considerando que con lo anterior se vulneran los derechos al debido proceso, al buen 

nombre, a la libertad y al patrimonio.  

 

En consecuencia, pide se amparen los derechos fundamentales y se revoquen las 

sanciones por desacato impuestas a la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS y 

así mismo, se ordene al JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA, que de manera 

inmediata, le imparta tramite a las solicitudes de desvinculación, impetradas respecto 

de los incidentes de desacato con radicados 2019-00426, 2019-0004, 2019-00426, 2018-

00603 y 2018-00317.  

 

1.2. DEL TRÁMITE EN ESTA INSTANCIA. 

 

Mediante auto del 10 de junio de 2021, se admitió la acción de tutela en contra del 

JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL 

DE GARANTIAS DE SABANETA y se ordenó notificar dicho auto al accionado por 

medio de correo electrónico, lo cual se surtió con éxito en la misma fecha.  

 

El JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL 

DE GARANTIAS DE SABANETA, allegó copia de los incidentes de desacato con 

radicados 2019-00065, 2019-00176, 2019-00426, 2019-0004, 2018-00603 y 2018-00317, 

y así mismo dio contestación a la solicitud de tutela, en los siguientes términos:  

 

En los incidentes de desacato con radicados 2019-00004, 2019-00065, 2019-00176, 

informa que se dictó auto no accediendo a la solicitud de desvinculación de la 

accionante, decisiones que fueron debidamente notificadas a la solicitante el 01 y el 02 

de junio de la corriente anualidad. Refirió el Juzgado que la razón de ser de la decisión, 

“obedece a los lineamientos jurisprudenciales respecto de los cuales se ha indicado que, el propósito y 
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fin de los desacatos es, el sancionar la responsabilidad de la persona que incurra en ellos, 

responsabilidad de carácter subjetiva en cabeza de la persona encargada de cumplir los fallos 

proferidos, que para la fecha de imposición de sanción, era la Gerente General, la señora Ángela María 

Cruz Libreros, por ende, persona encargada de dar cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado y así no 

lo hizo. De suerte que la sanción impuesta fue en virtud al no cumplimiento del fallo de tutela cuando 

era la Dra. Cruz Librero la persona encargada de hacerlo cumplir, sanción que al ser subjetiva, se 

estimó no desaparece al haber dejado esta su cargo”. 

 

Respecto del incidente 2018-00317, expuso que, por auto del 25 de mayo de 2021, se 

dispuso suspender durante un periodo de un (1) año contado a partir de la notificación 

de dicha providencia, la ejecución de la sanción de multa y arresto por desacato, 

notificando a la accionante de dicha decisión, en acatamiento de la sentencia T-215 de 

2020 de la Corte Constitucional.  

 

En lo que atañe a los incidentes 2018-00603 y 2019-00426 se ordenó terminar e 

inaplicar las sanciones impuestas a la señora CRUZ LIBREROS, notificando dichas 

disposiciones a la dirección electrónica de la misma.  

 

Por lo anterior, solicita se declare la improcedente de la reclamación de tutela, al 

considerar que no se están vulnerando los derechos fundamentales reclamados, toda 

vez que dicho Despacho a obrado en acatamiento del debido proceso, cumpliendo las 

órdenes dispuestas por los superiores, y permitiendo a las partes controvertir las 

decisiones; aunado que a la fecha COOMEVA EPS, no había dado cumplimiento a los 

fallo de tutela, con ocasión de los cuales fueron adelantados los incidentes de desacato.  

 

III. CONSIDERACIONES. 

 

1. DE LA COMPETENCIA. 

 

Sobre este particular, se destaca que, acorde con lo establecido por el artículo 37 del 

Decreto 2591 de 1991, en este Despacho radica la competencia para conocer de esta 

acción constitucional, por el factor territorial, si se tiene en cuenta que el lugar donde 

se está causando la supuesta vulneración de los derechos es el Municipio de Sabaneta-

Ant., que corresponde a este circuito. 
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Se cumplen también las reglas de reparto de que trata el Decreto 1983 de 2017, en 

consideración a que la acción se dirige contra el JUZGADO TERCERO PROMISCUO 

MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA. 

 

2. PROBLEMA JURÍDICO. 

 

Atendiendo a los hechos en los cuales se sustenta la protección reclamada, corresponde 

a este despacho determinar si el juzgado accionado, vulneró los derechos 

fundamentales al debido proceso, al buen nombre, a la libertad y al patrimonio. 

invocados por la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, en las decisiones 

asumidas en los incidentes de desacato donde se ha negado a inaplicar la sanción o a 

resolver sus peticiones; acorde a los presupuestos generales y específicos definidos por 

la Corte Constitucional, para que se abra paso la tutela contra providencias judiciales 

en incidentes de desacato.    

 

3. GENERALIDADES DE LA TUTELA. 

 

Como mecanismo excepcional, subsidiario y transitorio, tenemos que el artículo 86 de 

la Constitución Nacional, consagra la Acción de Tutela como un procedimiento 

preferente y sumario para la protección de los derechos constitucionales 

fundamentales cuando éstos resulten amenazados o vulnerados por la acción u omisión 

de autoridades públicas o de los particulares, respecto de los cuales el sistema jurídico 

no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los Jueces, a efectos 

de lograr la protección de los mismos. 

 

4. PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

CONTRA DECISIONES U OMISIONES JUDICIALES EN INCIDENTES DE 

DESACATO. 

 

Adoctrina la Corte Constitucional en la sentencia SU- 034 de 2018, que; “Se tiene que la 

jurisprudencia trazada por esta Corporación sostiene que para enervar mediante acción de tutela la 

providencia que resuelve un incidente de desacato, es preciso que se reúnan los siguientes requisitos: i) 

La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada; es decir que la acción de tutela 

es improcedente si se interpone antes de finalizado el trámite –incluido el grado jurisdiccional de 

consulta, si es del caso–. ii)    Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela 

contra providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales 
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específicas (defectos). iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes 

con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera que a) no debe traer a colación 

alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el incidente de desacato, y b) no puede solicitar nuevas 

pruebas que no fueron pedidas en un principio dentro del desacato y que el juez no tenía que practicar 

de oficio”. 

 

Materia en la cual, si bien se entendió en principio, que la acción de tutela no procedía 

contra providencias judiciales, excepcionalmente, su ejercicio es viable como 

mecanismo subsidiario y preferente de defensa, cuando de la actuación de la autoridad 

judicial se vislumbrara la violación o amenaza de un derecho fundamental, así, en la 

Sentencia SU 297 de 2015, se dijo que:  «[D]e conformidad con el concepto constitucional 

de autoridades públicas, no cabe duda de que los jueces tienen esa calidad en cuanto les 

corresponde la función de administrar justicia y sus resoluciones son obligatorias para los 

particulares y también para el Estado. En esa condición no están excluidos de la acción de 

tutela respecto de actos u omisiones que vulneren o amenacen derechos fundamentales (…)», lo 

que se acompasa perfectamente con lo dispuesto en el artículo 86 de la 

Constitución Política que incorporó la acción de tutela como un “mecanismo 

judicial de carácter preferente y sumario, diseñado para proteger de forma 

inmediata los derechos fundamentales, cuando éstos se vean amenazados o 

vulnerados por parte de cualquier autoridad pública, y excepcionalmente por 

particulares, como consecuencia de sus acciones u  omisiones”1.  

 

La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha esbozado los requisitos 

generales y especiales de procedencia excepcional de la acción de tutela contra 

providencias judiciales. Dichos requisitos generales fueron citados así en la sentencia 

SU-108 de 2020:   “(i) que la cuestión que se discuta tenga relevancia constitucional, esto es, que 

involucre la posible vulneración de los derechos fundamentales de las partes; (ii) que se cumpla con el 

requisito de subsidiariedad, es decir, que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al 

alcance del afectado; (iii) que se cumpla el requisito de inmediatez, o sea, que la tutela se interponga en 

un término razonable y proporcionado a partir del presunto hecho que originó la vulneración de los 

derechos fundamentales; (iv) que se trate de una irregularidad procesal con efecto decisivo en la 

providencia que se impugna; (v) que el actor identifique de manera razonable los hechos que generaron 

la vulneración y los derechos presuntamente afectados, y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.”  

                                                           
1 T 186 de 2017. 
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Así mismo, dicha Corporación, también ha señalado que en la providencia que se le 

endilga violación de alguna prerrogativa constitucional, debe cumplir mínimamente 

con uno de los requisitos especiales, para declararse la procedencia de la acción de 

tutela contra proveídos judiciales, los cuales reseñó en sentencia T-019 de 2020, así:  

 

“Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece, 

absolutamente, de competencia para ello. - Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. 

 

- Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto 

legal en el que se sustenta la decisión. 

 

- Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o 

inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

 

- Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese 

engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales. 

 

- Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los 

fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 

legitimidad de su órbita funcional. 

 

- Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional 

establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 

dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del 

contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

 

- Violación directa de la Constitución.” 

 

5.,CASO CONCRETO. 

 

Las pretensiones que esgrime la accionante se concretan en que le sea protegido su 

derecho fundamental al debido proceso, considerando que se ha vulnerado el mismo 

por parte del Juzgado Tercero Promiscuo Municipal de Oralidad y Control de 

Garantías de Sabaneta, puesto que negó su desvinculación de los incidentes de 

desacato con radicados 2019-00065 y 2019-00176 y así mismo, no había emitido 
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pronunciamiento alguno, respecto de la misma solicitud, deprecada respecto de los 

incidentes identificados 2019-00426, 2019-0004, 2018-00603 y 2018-00317.  

 

Con lo expuesto en la demanda y la contestación, ha quedado demostrado que en el 

JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL 

DE GARANTIAS DE SABANETA se adelantaron en contra de la EPS COOMEVA las 

acciones de tutelas, identificadas bajo los radicados 2019-00065, 2019-00176, 2019-

00426, 2019-0004, 2018-00603 y 2018-00317, en las cuales se protegió el derecho a la 

salud y que, en virtud de dichos trámites, se incoaron así mismo, sendos incidentes de 

desacato, por  incumplimiento de la EPS a los fallos de tutela, donde fue sancionada 

por desacato la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS como representante legal 

de la EPS.   

 

Conforme la respuesta dada por el Juzgado accionado y según las pruebas arrimadas 

en la contestación, al interior de los incidentes de desacato 2019-00426, por auto del 

04 de septiembre de 2020, se inaplicó la sanción por cumplimiento al fallo de tutela, y 

así mismo, en el incidente 2018-00603, por auto del 12 de junio de 2021, se definió 

inaplicar las sanciones, puesto que la incidentista, se encontraba afiliada a otra EPS; 

por lo cual, en tanto que con dichas decisiones se satisfacen las pretensiones de la parte 

actora, se declarará un hecho superado, en lo que respecta a la solicitud de 

inaplicación de las sanciones proferidas en dichos trámites incidentales por desacato.  

 

En relación a los restante incidentes de desacato con radicados 2019-00065,   2019-

00176,   2019-0004  y  2018-00317, dice la accionantes que los identificados como 2019-

00065 y 2019-00176  la solicitud de desvinculación fue negada y que no se ha hecho 

pronunciamiento respecto de los incidentes 2019-0004 y 2018-00317, aspecto en el cual 

corrobora el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y 

CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA que  no accedió a la solicitud de 

desvinculación atendiendo  a los lineamientos jurisprudenciales respecto de los cuales 

se ha indicado que, el propósito y fin de los desacatos es, el sancionar la responsabilidad 

de la persona que incurra en ellos, responsabilidad de carácter subjetiva en cabeza de 

la persona encargada de cumplir los fallos proferidos, que para la fecha de imposición 

de sanción, era la Gerente General, la señora Ángela María Cruz Libreros, y así no lo 

hizo; sanción que al ser subjetiva,  no desaparece al haber dejado esta su cargo. 
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Para resolver obliga considerar que, como lo viene adoctrinando la Corte, es claro  que 

el objeto del incidente, más que llegar a la imposición de una sanción, es que el fallo de 

tutela se cumpla, como bien lo afirmó  en la Sentencia SU 034 de 2018, al precisar que: 

 

“Acerca de la finalidad que persigue el incidente de desacato, la postura que de vieja data ha acogido 

la Sala Plena de esta Corte y que se ha mantenido es que, si bien una de las consecuencias derivadas de 

este trámite incidental es la imposición de sanciones por la desobediencia frente a la sentencia, su 

auténtico propósito es lograr el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada; 

de suerte que no se persigue reprender al renuente por el peso de la sanción en sí misma, sino que ésta 

debe entenderse como una forma para inducir que aquel encauce su conducta hacia el cumplimiento, a 

través de una medida de reconvención cuya objetivo no es otro que auspiciar la eficacia de la acción 

impetrada y, con ella, la reivindicación de los derechos quebrantados”.  

 

En el caso sub examine, encuentra el Despacho que, en el escrito de tutela, se aportó 

documento expedido el 04 de mayo de los corrientes, por el señor EDWARD CAMPO 

RODRIGUEZ, director de Gestión Humana de COOMEVA EPS, en el que certificó 

que la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS “prestó sus servicios a COOMEVA EPS 

S.A., entre el 16 de septiembre de 2003 y el 01 de mayo de 2021” y que la misma “se encontraba 

desempeñando el cargo de GERENTE GENERAL EPS DIR NAL HOLGUINES CLI”.  

 

Así mismo, fue aportado certificado de existencia y representación de COOMEVA 

EPS, expedido por la Cámara de Comercio el pasado 11 de mayo, en el cual se encuentra 

que por acta 368 del 03 de mayo de 2021, la Junta Directiva de dicha entidad, designó 

al señor GERMAN AUGUSTO GAMEZ URIBE, como Gerente General de la EPS; 

inscripción con la cual se cumple lo dicho en el artículo 164 del Código de Comercio.  

 

Es cierto entonces, que en virtud de la responsabilidad subjetiva antes referida, las 

sanciones fueron correctamente impuestas en contra de la señora CRUZ LIBREROS 

en los incidentes de desacato antes mencionados, puesto que para la fecha de los 

proveídos, por su cargo, era la encargada del cumplimiento de los fallos de tutela, pero 

no es menos cierto, que se encuentra acreditado en el plenario que la misma ya no está 

vinculada laboralmente a COOMEVA EPS, lo cual hace que para ella no sea posible 

acatar y cumplir unas órdenes de tutela, traducidas en la prestación de un servicio de 

salud, que debe suministrar la EPS, de suyo que sea inocuo mantener estáticas unas 

sanciones, que como quedó visto, no son la finalidad primigenia del desacato, si no 

procurar el restablecimiento de los derechos conculcados que dieron lugar al mismo.  
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Aunado a lo anterior, se tiene que la sentencia T – 315 de 2020, por medio de la cual la 

Corte Constitucional, admitió la crisis estructural de la EPS COOMEVA, y protegió 

los derechos fundamentales al debido proceso, libertad y buen nombre de la 

accionante, ordenando la suspensión por un (1) año, de las sanciones impuestas a la 

misma, al interior de incidentes de desacato, tenía razón de ser mientras la solicitante 

fuera la encargada de asumir el cumplimiento de los fallos de tutela, disposición que 

cómo viene de verse, era obligatoria, en la medida que la misma continuara vinculada 

laboralmente a dicha EPS, pero pierde su imperativa, porque ya no lo está.  

 

En el caso en estudio, encuentra esta Agencia Judicial que se reúnen los requisitos 

generales para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, 

puesto que lo argüido por la parte accionante tiene relevancia constitucional, al 

tratarse de presunta conculcación de derechos fundamentales; se acreditó el requisito 

de la subsidiariedad, en tanto que las decisiones atacadas no tienen recursos al haber 

sido dictadas al interior de unos incidentes de desacato; se evidencia inmediatez, 

puesto que la presente acción fue incoada en un término razonable, respecto de los 

autos dictados por el Juzgado requerido; se trata de una irregularidad procesal, ya que 

las providencias que se impugnan, tienen un efecto directo de cara a los derechos 

invocados por la tutelante;  el apoderado de la accionante hizo una narración fáctica 

detallada de las situaciones que estimó lesivas de los derechos fundamentales de su 

prohijada y, finalmente, las providencias debatidas no son fallos de tutela. 

 

La parte actora en la solicitud de tutela, consideró que el Juzgado accionado había 

incurrido en defecto fáctico y en desconocimiento del precedente. Del análisis de lo 

precedente, coincide el Despacho en que el Juzgado requerido, incurrió en un defecto 

fáctico, puesto que no valoró debidamente las pruebas arrimadas por la solicitante, 

que probaban su desvinculación laboral de la EPS COOMEVA desde el 01 de mayo de 

2021, y en desconocimiento del precedente al omitir la jurisprudencia que insiste en 

que la finalidad del desacato no es sancionar sino conseguir que el fallo se cumpla; 

finalidad que no puede cumplir un funcionario que se retiro de la entidad y que en la 

parte final de función recibió protección en esa materia (sentencia  SU - 034 de 2018 

y T -315 de 2020).  

 

Así las cosas, como lo dice la mencionada sentencia SU - 034 de 2018 “Puede así 

presentarse una situación en la cual se evidencia la falta de ejecución de la orden de tutela sin que la 

subsistencia de la amenaza o vulneración pueda enrostrársele al accionado, caso en el cual el juez 
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constitucional –que mantiene su competencia hasta que los derechos amparados sean restablecidos– 

deberá recurrir a otros métodos que propicien el cumplimiento efectivo sin que haya lugar amonestar 

al extremo pasivo. En esa dirección, esta Corte ha subrayado: “‘todo desacato implica incumplimiento, 

pero no todo incumplimiento conlleva a un desacato’ ya que puede ocurrir que el juez de tutela constate, 

de forma objetiva, la falta de acatamiento de la sentencia de tutela pero ello no se deba a la negligencia 

del obligado -responsabilidad subjetiva-. En este caso, no habría lugar a la imposición de las sanciones 

previstas para el desacato sino a la adopción de ‘todas las medidas necesarias para el cabal 

cumplimiento’ del fallo de tutela mediante un trámite de cumplimiento.”; el JUZGADO 

TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL DE 

GARANTIAS DE SABANETA –que mantiene su competencia hasta que los derechos 

amparados en la diferentes tutelas referidas sean restablecidos– debe recurrir a otros 

métodos que propicien el cumplimiento efectivo sin que haya lugar a hacer efectiva la 

sanción por desacato a ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, quien ya no tiene la 

representación legal ni capacidad para hacer cumplir el fallo, que es lo que importa a 

este trámite incidental; misma razón, por la que procede la adopción de otras medidas 

necesarias para el cabal cumplimiento del fallo de tutela. 

 

Habiendo quedado analizado, que concurren causales de procedencia de la acción de 

tutela en contra de providencias judiciales, el Despacho tutelará el derecho 

fundamental al debido proceso y se ordenará al JUZGADO TERCERO PROMISCUO 

MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA, que en 

el término de dos (2) días siguientes a la notificación de este proveído, proceda a 

inaplicar las sanciones, proferidas al interior de los incidentes de desacato con 

radicados 2019-00426, 2019-0004, 2018-00603 y 2018-00317, en contra de la señora 

ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS y en su lugar, en garantía de los derechos 

fundamentales de los incidentistas, proceda a vincular al representante legal actual de 

COOMEVA EPS, como encargado de cumplir y acatar los fallos de tutela, proferidos 

en contra de dicha entidad.  

 

V. DECISIÓN. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DE CIRCUITO DE 

ENVIGADO, ANTIOQUIA, administrando Justicia en nombre de la Republica de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

FALLA: 
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1°. TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso de la señora ANGELA MARIA 

CRUZ LIBREROS, en contra del JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL 

DE ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA, por las razones que 

se expresan en la parte motiva de este fallo.  

 

2°. Se ordena al JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD 

Y CONTROL DE GARANTIAS DE SABANETA, que en el término de dos (2) días 

siguientes a la notificación de este proveído, proceda a inaplicar las sanciones 

proferidas al interior de los incidentes de desacato con radicados 2019-00065,   2019-

00176,   2019-0004  y  2018-00317, en contra de la señora ANGELA MARIA CRUZ 

LIBREROS y en su lugar, en garantía de los derechos fundamentales de los 

incidentistas, proceda a vincular al representante legal actual de COOMEVA EPS, 

como encargado de cumplir y acatar los fallos de tutela, proferidos en contra de dicha 

entidad.  

 

3º. Declarar hecho superado en relación a las peticiones dirigidas a los incidentes de 

desacato 2019-00426 y 2018-00603. 

 

4º. Notifíquese esta providencia a las partes por el medio más expedito, con la 

observación de que procede impugnación de este fallo dentro de los tres (3) días 

siguientes a la notificación.  Si no se impugna, remítase el expediente a la Corte 

Constitucional para eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE y CUMPLASE: 

 

 

 

Firmado Por: 

 

LUIS FERNANDO URIBE GARCIA  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 002 DE CIRCUITO CIVIL DE LA CIUDAD DE ENVIGADO-

ANTIOQUIA 
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REFERENCIA FALLO DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

ACCIONANTE ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS a través de apoderado judicial 
JORGE A. CASTAÑO RIOS 

ACCIONADOS JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES 
CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS DE ARMENIA 

RADICADO 63001-31-18-002-2021-000 

 

 
JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 
 

Armenia, Quindío, primero (1º) de junio de dos mil veintiuno (2021) 
  
 

I.  ANTECEDENTES: 
 
Se resuelve la acción de tutela formulada a través de apoderado judicial, por la señora 
ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
66.899.321 a través de apoderado judicial contra JUZGADO TERCERO PENAL 
MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS 
DE ARMENIA, QUINDIO, por la presunta vulneración de su derecho al debido proceso y 
a la libertad.   
 

II.  HECHOS: 
 

Se informa en el escrito de tutela que dentro del radicado 2019-00119, el JUZGADO 
TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL 
DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., adelantó acción de tutela en contra de la EPS 
COOMEVA, en el cual, luego de alegarse por parte de la accionante el incumplimiento a 
lo ordenado en el fallo de tutela, se promovió el correspondiente incidente de desacato, el 
cual finalizó con medida sancionatoria en contra de la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS. 

Agrega que desde el 1º de mayo del año en curso, la señora CRUZ LIBREROS se 
desvinculó laboralmente de la EPS COOMEVA, por lo que mediante memorial radicado 
ante el Despacho accionado se solicitó su desvinculación del tramite incidental, sin 
embargo, mediante providencia dictada el 12 de mayo siguiente, se resolvió de manera 
negativa dicha petición. 

Finaliza el acápite de hechos expresando que la decisión por medio de la cual el 
JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., niega la desvinculación de la accionante 
del tramite incidental, constituye una vía de hecho al tiempo que viola sus derechos a la 
libertad, a la defensa de su patrimonio y al buen nombre.  

 
III. PRETENSIONES: 

 
Pretende la parte actora se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, a la 
libertad, al patrimonio y el buen nombre, y se realicen las siguientes declaraciones: 
 

- Declarar la vía de hecho en que incurrió el JUZGADO TERCERO PENAL 
MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE ARMENIA, Q. al negar la desvinculación procesal de la señora 
ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS en el trámite incidental de desacato iniciado 
contra COOMEVA EPS. 
 

- Revocar la decisión proferida por el JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL 
PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE 
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ARMENIA, Q. y decretar la desvinculación de la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS y, en consecuencia, anular las sanciones impuestas y librar los 
correspondientes oficios. 

 
IV. ACTUACION PROCESAL: 

 
Las diligencias fueron recibidas en este Despacho el 19 de mayo de 2021, y mediante 
auto de la misma fecha (fl 13) se ordenó su admisión, así como el traslado 
correspondiente al Despacho accionado a efectos de que ejerciera su derecho de 
defensa. 
 

RESPUESTA ALLEGADA. 
 
Mediante escrito aportado de manera oportuna, la titular del JUZGADO TERCERO 
PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., señaló que en sentencia dictada el día 10 de julio del año 
2019, dentro de la acción de tutela promovida por la señora ALICIA GARCÍA DE 
ESCOBAR, en contra la EPS COOMEVA, radicada bajo el No. 2019-00119, se dispuso 
tutelar los derechos fundamentales a la salud, vida, vida en condiciones dignas y a la 
igualdad de la accionante, y se le ordenó a esa EPS, que, dentro del término de 48 horas 
siguientes a la notificación de esa providencia, procediera a autorizar, programar y realizar 
a la señora GARCÍA DE ESCOBAR los procedimiento médicos ordenados por el galeno 
tratante, es decir, PROTECTOMÍA PERINEAL, ASTOMOSIS DE INTESTINO GRUESO A 
INTESTINO GRUESO; así como el tratamiento integral que requiera la accionante en 
razón a su diagnóstico de PROLAPSO RECTAL. 
 
Agrega que el 23 de julio del 2019 se solicitó adelantar el trámite correspondiente al 
incidente desacato, como quiera que la EPS COOMEVA no había realizado los 
procedimientos ordenados en el fallo de tutela, trámite que culminó por providencia 
dictada el 14 de agosto del mismo año en el cual se ordenó sancionar a la doctora 
ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS, en calidad de gerente y representante legal de dicha 
EPS, con cinco días de arresto y multa equivalente a dos meses de salario mínimo 
mensual legal vigente, luego de encontrarla responsable de incurrir en desacato. Esta 
decisión fue confirmada por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes con Funciones de Conocimiento de la ciudad, el día 27 de agosto de 2019, 
por lo que el día 2 de septiembre siguiente se expidieron los oficios respectivos para 
hacer efectiva la sanción impuesta a la doctora CRUZ LIBREROS. 
 
Respecto al auto materia de inconformidad, fechado el 12 de mayo del año en curso, y en 
el cual se negó la desvinculación de la señora ÁNGELA MARIA CRUZ LIBREROS del 
trámite incidental, expresa que en el mismo se señalaron los argumentos por los cuales 
ello no era jurídicamente viable, esto es, que aquella se encontraba en la obligación de 
dar cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, sin que la renuncia al cargo implique 
la eliminación de las consecuencias propias del incidente de desacato.  
 
A continuación, se pregunta por los efectos que traería para los derechos fundamentales 
de la ALICIA GARCÍA DE ESCOBAR, el acceder a la pretensión de desvinculación 
realizada por la accionante, al tratarse aquella de un sujeto de especial protección 
constitucional en razón a su edad (82 años) y con una grave enfermedad que no ha sido 
atendida de manera diligente por parte de la EPS COOMEVA. 
 
Por último, informa al Despacho que mediante auto dictado el 15 de diciembre del año 
2020, y en cumplimiento a lo ordenado por la Corte Constitucional mediante sentencia T-
315 de 2020, se dispuso la suspensión de la ejecución de las sanciones de arresto y 
multas impuestas, decisión que fuera comunicada de manera oportuna, y por lo que 
considera que no existe afectación de los derechos a la libertad, patrimonio y buen 
nombre de la accionante. 
 

V.PRUEBAS: 
 

Por la parte accionante: 
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- Certificado de Coomeva EPS del 1º de mayo de 2021, sobre desvinculación 

laboral de la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS. 
- Auto 152 del 12 de mayo de 2021, proferido por el JUZGADO TERCERO PENAL 

MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE ARMENIA, Q. 

 
Por la parte accionada: 
 

- Orden médica de fecha 22 de noviembre de 2018 expedida a la quejosa. 
- Sentencia de primera instancia, proferida para el día 10 de julio de 2019. 
- Auto que niega recurso de impugnación de fecha 18 de julio de 2019. 
- Auto de sanción proferido por el despacho el 14 de agosto de 2019. 
- Auto que confirma sanción, de fecha 27 de agosto de 2019, dictado por el Juzgado 

Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de 
Armenia, Q. 

- Providencia del 15 de diciembre de 2020, en la cual se suspende la ejecución de 
las sanciones de arresto y multa impuestas a la doctora Cruz Libreros en razón del 
presente asunto. 

- Auto del 12 de mayo de 2021, por medio del cual el Despacho se abstuvo de 
desvincular a la doctora ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS de las presentes 
diligencias. 

 
VI. CONSIDERACIONES: 

 

 Marco General. 
 

El artículo 86 de la Constitución Política estableció la acción de tutela para que toda 
persona pudiera reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que 
éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad 
pública.  
 
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 
tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, 
podrá impugnarse ante el Juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
Constituye dicha figura un instrumento por excelencia para la protección y amparo de los 
derechos constitucionales de rango fundamental, cuando quiera que se vulneren o 
amenacen, descartándose de plano su concepción de medio judicial paralelo o adicional a 
los ya existentes, de donde se colige su carácter de vía extraordinaria y excepcional, 
subsidiaria y residual, a la cual puede acudir quien se considere afectado en los 
aludidos términos, a objeto de demandar y obtener su inmediata y oportuna protección. 
 

 El problema jurídico. 
 

En el presente evento corresponde al Despacho determinar si las pretensiones 
deprecadas tornan el amparo tutelar procedente y solo en caso de superar este tamiz, se 
analizará si los derechos fundamentales de la parte actora han sido vulnerados por parte 
del JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN 
DE CONTROL DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q. 

 Caso concreto 
 
La señora ÁNGELA MARIA CRUZ LIBREROS solicita la protección de sus derechos 
fundamentales, al considerar que el auto dictado el 12 de mayo del presente año por parte 
del JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN 
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DE CONTROL DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., mediante el cual se abstuvo de 
ordenar su desvinculación dentro del trámite correspondiente a un incidente de desacato 
promovido en contra de la EPS COOMEVA, en la cual ejerció como gerente general entre 
el 16 de septiembre de 2003 y el 1º de mayo de 2021. 

Luego de analizar los medios de convicción obrantes al interior del proceso, estima el 
Despacho que, si bien en la actualidad la sanción impuesta en contra de la accionante se 
encuentra suspendida en razón a lo dispuesto en el auto dictado el 15 de diciembre del 
año 2020, la citada providencia materia de inconformidad comporta una vía de hecho que 
amerita la intervención del suscrito Juez de tutela, de conformidad con los argumentos 
que a continuación se exponen. 
 
Se torna necesario indicar, que la tutela contra providencias judiciales procede cuando se 
demuestra irregularidades que hacen inminente la intervención del Juez Contitucional, a 
fin de evitar la vulneración de derechos fundamentales. 
 
Por su parte el máximo Tribunal Constitucional, mediante Sentencia T – 459 de 18 de julio 
de 2017, precisó:  
 
3.1.1. Requisitos generales 

  

1.- Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional, es decir, 

que exista una confrontación de la situación suscitada por la parte accionada con 

derechos fundamentales. Ello, por cuanto los debates de orden exclusivamente legal son 

ajenos a esta acción pública
[9]

. De esta manera corresponde al juez de tutela indicar con 

claridad y de forma expresa porqué la cuestión a resolver es una cuestión de relevancia 

constitucional que afecta las garantías de carácter constitucional fundamental de las 

partes. 

 

2. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa 

judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación 

de un perjuicio iusfundamental irremediable, de conformidad con el requisito de 

subsidiariedad de la acción de tutela. 

  

3.- Que se cumpla el requisito de la inmediatez,  esto es, que la solicitud de amparo se 

interponga en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la 

presunta vulneración. 

  

4.- Si la solicitud de amparo se fundamenta en una irregularidad procesal, se debe 

demostrar que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 

impugna y que afecta los derechos fundamentales de parte accionante. 

  

5.- Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 

generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal 

vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible. 

  

6.- Que no se trate de sentencias de tutela. 

  

3.1.2. Requisitos especiales  

  

Con el fin de preservar la seguridad jurídica y respetar la independencia de los 

funcionarios que administran justicia, la jurisprudencia constitucional ha establecido la 

necesidad de examinar si la decisión judicial cuestionada está afectada por (i) un 

defecto orgánico; (ii) un defecto sustantivo; (iii) un defecto procedimental; (iv) un 

defecto fáctico; (v) un error inducido, (vi) una decisión sin motivación, (vii) un 

desconocimiento del precedente constitucional y/o, (viii) una violación directa de la 

Constitución. 

  
 
De cara a la lectura de la anterior cita jurisprudencial, debe decirse que se evidencia de 
manera clara que este asunto reviste cierta relevancia constitucional, puesto que la 
accionante señala como vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y la 
libertad, en razón a que las sanciones emitidas dentro de los incidentes de desacato se 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-459-17.htm#_ftn9
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encuentran vigentes no obstante se encuentre en la imposibilidad jurídica y material de 
dar cumplimiento. 
 
Ahora bien, se encuentra satisfecho el requisito de la inmediatez, toda vez que la solicitud 
de la actora se efectuó en el mes de mayo de 2021, insistiendo en la imposibilidad de dar 
cumplimiento a la orden emanada del despacho, en virtud a circunstancia sobreviviente, 
no otra que su desvinculación laboral de la entidad. 
 
Sea necesario aclarar que, si bien la decisión aquí censurada no es una sentencia de 
tutela, se dirige contra decisiones proferidas en virtud a incidente de desacato, con 
respecto del cual no procede recurso alguno. 
 
En relación con los casos en los cuales quien ha sido sancionado por desacato y se 
encuentra imposibilitado para dar cumplimiento al fallo de tutela, la Sala Penal de este 
Distrito Judicial mediante providencia dictada el 17 de febrero del presente año, 
magistrado ponente Henry Niño Méndez, expresó: 
 
“Cuando quien ha sido sancionado por desacato no puede cumplir con el fallo de tutela, 

altera las condiciones en que fue impuesta la sanción e imponen su mutabilidad en 

orden a garantizar el cumplimiento del fallo y restablecer los derechos fundamentales”.  

 

Y más adelante agregó: 
 
“A la luz de lo anterior, y no perdiendo de vista que el propósito esencial del incidente 

de desacato y su sanción es la protección de los derechos fundamentales amparados, se 

considera que la accionante nada puede hacer para acatar las órdenes judiciales 

impartidas por el juzgado de marras, pues en la actualidad es a otro funcionario el que 

le atañe dicha responsabilidad, debido a la desvinculación de aquella con Medimas EPS, 

por que está inmersa en una circunstancia de fuerza mayor. 

 

(…) 

 

A la sazón, la jueza accionada, teniendo conocimiento en el sentido que la accionante 

no podía acatar la orden de tutela, debió proceder no solo a levantar las sanciones 

impuestas sino también a modular el fallo de tutela implementando los correctivos 

procesales necesarios para rehacer la actuación con la vinculación funcionario 

actualmente competente para entender el fallo, garantizando así la vigencia de los 

derechos fundamentales que fueron amparados a los usuarios de Medimas EPS”. 

 

 

Es así como al no ostentar en la actualidad la señora ÁNGELA MARIA CRUZ LIBREROS 
ninguna relación laboral con la EPS COOMEVA, no es posible exigirle a aquella el 
cumplimiento de lo ordenado en el fallo de tutela dictado por parte del JUZGADO 
TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL 
DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., y menos aún resulta viable imponerle una sanción por 
una omisión que no le es atribuible actualmente, en razón a su desvinculación con esa 
EPS. 

En consecuencia, considera el Juzgado procedente tutelar los derechos fundamentales a 
la libertad individual, el debido proceso, el buen nombre y el patrimonio individual de la 
señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, los cuales han sido vulnerados por parte del 
JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., a quien se le ordenará emitir un nuevo 
pronunciamiento respecto de la desvinculación de la accionante, atendiendo lo dispuesto 
en esta providencia. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO PARA 
ADOLESCENTES CON FUNCION DE CONOCIMIENTO DE ARMENIA (QUINDÍO), 
administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  
 

RESUELVE 
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PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la libertad individual, el debido 
proceso, el buen nombre y el patrimonio individual de la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS, identificada con la cédula de ciudadanía N° 66.899.321, los cuales han sido 
vulnerados por parte del JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA 
ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE ARMENIA, Q., 
atendiendo lo dispuesto en esta providencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA 
ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS DE ARMENIA 
QUINDIO, que en el improrrogable termino de cuarenta y ocho horas (48) contados a 
partir de la notificación de esta determinación por cualquier medio idóneo, proceda a 
emitir un nuevo pronunciamiento respecto de la desvinculación de la accionante, 
atendiendo lo dispuesto en esta providencia. 
 
TERCERO: Notifíquese la presente decisión a todas las partes por el medio más eficaz. 
 
CUARTO: Si dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación no fuere impugnada la 
presente decisión, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su 
eventual revisión (Art. 33 Dto. 2591 de 1991). 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JOSE MEJIA MEJIA  
Juez 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

| 
 

Firmado Por: 
 

JOSE  MEJIA  MEJIA    
JUEZ  

JUZGADO 002 DE CIRCUITO PENAL ADOLESCENTES FUNCIÓN DE 
CONOCIMIENTO DE LA CIUDAD DE ARMENIA-QUINDIO 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
8ad64570db3ffa2531fe662b448df04b46bcf535420d95b0b21740f81f210599 

Documento generado en 01/06/2021 03:07:06 PM 
 



7 

 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO 

ARMENIA, QUINDIO 

 

FALLO:  TUTELA  

ACCIONANTE: ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS 

APODERADO: JORGE ANDRÉS CASTAÑO RÍOS 

ACCIONADO:   JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE  

                   CONOCIMIENTO DE ARMENIA QUINDÍO 

VINCULADOS:  EPS COOMEVA Y DIANA DÍAZ MEJÍA  

RADICACIÓN:  63-001-31-09-005-2021-00037-00 

 

Junio ocho (8) de dos mil veintiuno (2021) 

 

ASUNTO 

 

Decide el juzgado la tutela instaurada por Ángela María Cruz Libreros a través de 

apoderado judicial, por presunta vulneración de los derechos fundamentales al debido 

proceso y libertad por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con Función de 

Conocimiento de Armenia, Quindío. 

 

HECHOS Y PRETENSIONES 

 

La señora Ángela María Cruz Libreros en calidad de representante legal de Coomeva EPS 

fue sancionada por el juzgado Primero Penal Municipal con Función de Conocimiento de 

Armenia, Quindío por desacato al fallo de tutela proferido dentro de la acción de tutela 

con radicado No. 2019-00145. 

 

El 1 de mayo de 2021 la accionante se desvinculó de Coomeva EPS, entidad en la cual se 

desempeñaba como representante legal. 

 

Por lo anterior, elevó petición ante el juzgado accionado con el fin de obtener la 

inejecución de las sanciones impuestas dentro del incidente de desacato promovido por 

la señora Diana Díaz Mejía. Dicha petición fue resuelta desfavorablemente mediante 

decisión del 24 de mayo de 2021. 



Con fundamento en lo anterior, invoca a través de su apoderado la protección de los 

derechos fundamentales al debido proceso y libertad. 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

 

Mediante auto del 26 de mayo de 2021 se admitió la presente acción de tutela y se 

ordenó notificar al Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Conocimiento de 

Armenia, Quindío, para que se pronunciara sobre los hechos y derechos invocados en la 

acción de tutela. Se adjuntó copia del escrito y sus anexos para los fines pertinentes. 

 

La titular del juzgado accionado indicó que, mediante fallo del 16 de agosto de 2019 se 

ampararon los derechos fundamentales a la salud y seguridad social de la señora Diana 

Díaz Mejía.  

 

El 24 de septiembre siguiente, la accionante promovió incidente de desacato en contra 

de la EPS COOMEVA por incumplimiento al fallo en mención. Dicho trámite incidental 

concluyó el 5 de junio de 2020 con decisión que declaró en desacato a la señora Ángela 

María Cruz Libreros. Se impusieron sanciones de arresto por 3 días y multa de 1 

S.M.L.M.V. Tal determinación fue confirmada en sede de consulta el 23 de junio de 2020. 

 

La solicitud de desvinculación de la accionante no es viable, ya que se trata de una 

decisión que se encuentra ejecutoriada, aunado a que la inaplicación de la sanción 

únicamente es factible cuando se ha acreditado el cumplimiento de la orden impartida en 

el fallo. 

 

Precisó la jueza accionada que, la señora Diana Díaz Mejía informó que la orden de tutela 

no se ha materializado, pues pese a haber transcurrido más de dos años, la cirugía objeto 

de tutela y posterior incidente de desacato no se ha practicado, razón por la cual 

consideró que no es viable inaplicar las sanciones impuestas. 

 

Pese a que la señora Cruz Libreros alude que en la actualidad no labora en la EPS 

COOMEVA, las solicitudes que se invocan en su nombre proceden de correos 

institucionales de esa entidad. 

 

Cuestionó el hecho que la accionante indicó que se desvinculó de la entidad desde el 1 de 

mayo de 2021, no obstante, solo allegó una certificación que en su concepto carece de 



validez para desligarla de la representación legal de la EPS COOMEVA, ya que las 

responsabilidades del representante legal permanecen vigentes hasta tanto se produzca 

la inscripción del nuevo representante o se cancele dicha inscripción. 

 

Por lo anterior, solicitó que se negara el amparo constitucional invocado, pues no ha 

incurrido en vulneración de derechos fundamentales.  

 

La accionante Diana Díaz Mejía y la EPS Coomeva en calidad de vinculadas no emitieron 

pronunciamiento.   

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 86 de la Constitución Política estableció la acción de tutela para que toda 

persona pudiera reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 

procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y en casos 

excepcionales por particulares. 

 

Problemas jurídicos y resolución del caso concreto: 

 

¿Procede la acción de tutela contra la decisión proferida el 24 de mayo de 2021 por el 

Juzgado Primero Penal Municipal de Conocimiento de Armenia (Q) a través de la cual 

negó la inejecución de las sanciones impuestas por desacato a la señora Ángela María 

Cruz Libreros en calidad de representante legal de la EPS COOMEVA? 

 

En caso afirmativo, ¿es viable tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y 

libertad de la accionante y disponer la inejecución de las sanciones impuestas en virtud 

de que en la actualidad no ostenta la calidad de representante legal por haberse 

desvinculado laboralmente de la entidad?  

 

En el presente asunto se corroboró que efectivamente la señora Ángela María Cruz 

Libreros en su condición de gerente general de COOMEVA EPS fue declarada incursa en 

desacato el 5 de junio de 2020, decisión confirmada en sede de consulta por este 

despacho el 23 de junio siguiente.   

 



Mediante auto del 24 de mayo de 2021 el juzgado accionado negó la solicitud de 

inejecución de las sanciones impuestas, con el argumento de no haberse materializado el 

cumplimiento del fallo de tutela, aunado a que aquellas se encuentran debidamente 

ejecutoriadas. 

 

En virtud de que se trata de una tutela promovida contra providencia judicial (auto por 

medio del cual no se accedió a la inaplicación de las sanciones impuestas por desacato), 

debe analizarse en primer lugar, si concurren las causales genéricas para su procedencia 

clarificadas por la Corte Constitucional, entre otras, en sentencia SU-108 de 2020 en el 

siguiente sentido:    

 

“(i) que la cuestión que se discuta tenga relevancia constitucional, esto es, 

que involucre la posible vulneración de los derechos fundamentales de las 

partes; (ii) que se cumpla con el requisito de subsidiariedad, es decir, que 

se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance del 

afectado; (iii) que se cumpla el requisito de inmediatez, o sea, que la tutela 

se interponga en un término razonable y proporcionado a partir del presunto 

hecho que originó la vulneración de los derechos fundamentales; (iv) que se 

trate de una irregularidad procesal con efecto decisivo en la providencia 

que se impugna; (v) que el actor identifique de manera razonable los hechos 

que generaron la vulneración y los derechos presuntamente afectados, y 

(vi) que no se trate de sentencias de tutela.” 

 

En el presente asunto se cumplen con las causales genéricas de procedencia de la acción 

de tutela, pues el asunto discutido tiene relevancia constitucional, en la medida en que 

se alega la eventual vulneración de los derechos fundamentales a la libertad y debido 

proceso; se acreditó el presupuesto de subsidiariedad, pues la decisión que se 

controvierte no tiene recursos; existe inmediatez, ya que se acudió a la tutela en un 

término razonable a partir de que se profirió el auto cuestionado; no se trata de una 

irregularidad procesal; se identificaron claramente por el apoderado de la accionante, la 

acción que cataloga como lesiva de sus derechos fundamentales y, finalmente, la 

providencia cuestionada no es un fallo de tutela.  

 

Adicional al cumplimiento de los anteriores requisitos, se ha indicado por esa misma 

Corporación que, es necesario que en la providencia que se reputa vulneradora de 

derechos fundamentales, se evidencie la configuración de al menos uno de los siguientes 

requisitos específicos o defectos como han sido denominados por la jurisprudencia, entre 

otras, en sentencia T-019 de 2020: 

 



- “Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 

profirió la providencia impugnada carece, absolutamente, de competencia 

para ello. 

 

- Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. 

 

- Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que 

permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

 

- Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base 

en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y 

grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

 

- Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un 

engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 

decisión que afecta derechos fundamentales. 

 

- Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 

judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 

legitimidad de su órbita funcional. 

 

- Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 

cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 

fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 

dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 

garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante 

del derecho fundamental vulnerado. 

 

- Violación directa de la Constitución.”  
 

 

Considera el juzgado que, respecto del pronunciamiento que negó la inejecución de las 

sanciones recaen dos causales específicas de procedencia de la tutela en contra de 

providencias judiciales así: 

 

Falta de motivación, en cuanto la única razón que se consignó para adoptar la decisión es 

que “(…) en consecuencia, no es procedente acceder a la desvinculación solicitada ya que 

el proceso incidental se agotó en todas sus etapas procesales siendo imposible modificar 

la decisión de sanción impuesta el 05 de junio de 2020 en contra de la señora ÁNGELA 

MARÍA CRUZ LIBREROS y confirmada en todas sus partes por el Juzgado Quinto Penal 

del Circuito con función de Conocimiento de Armenia el 23 de junio de 2020, reiterando 

que las mismas se encuentran ejecutoriadas”. 

 



Dicha argumentación resulta insuficiente, por cuanto, si la señora Cruz Libreros solicitó 

la inaplicación de las sanciones impuestas por encontrarse desvinculada de la entidad, lo 

procedente era verificar tal situación y en la decisión respectiva, mencionar las premisas 

fácticas o jurídicas por las cuales no se acogía tal argumento. 

 

En sentencia C-590 de 2005, la Corte Constitucional sobre la procedencia de la acción 

de tutela contra decisiones judiciales, refirió que, “El defecto de la decisión judicial sin 

motivación implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los 

fundamentos fácticos o jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en 

esa legitimación reposa su órbita funcional.”  

 

 

Posteriormente, en la T-015 de 2018 la Corte Constitucional expresó que en la decisión 

judicial sin motivación “el juez no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de 

sus decisiones, o lo hace apenas de manera aparente, a pasar de que, precisamente, en 

tal motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional y, por tanto, de las 

providencias que le compete proferir. Al respecto ha dicho esta Corte que solo cuando 

‘la argumentación es decididamente defectuosa, abiertamente insuficiente o, el últimas, 

inexistente, puede el juez de tutela intervenir en la decisión judicial para revocar el fallo 

infundado”.  

 

En segundo lugar, defecto fáctico, en su dimensión negativa, por omitir la valoración de 

las pruebas que se aportaron con la solicitud de inaplicación de las sanciones, esto es, la 

certificación expedida por la entidad en donde se indica que la accionante no labora en 

la EPS COOMEVA.  

 
 

Por lo anterior, lo que debió haber hecho la autoridad judicial accionada fue verificar si 

la señora Ángela María Cruz Libreros se encontraba desvinculada como representante 

legal de la EPS COOMEVA y, posteriormente, estudiar de fondo la solicitud de 

inaplicación de las sanciones, con el argumento que la accionante no tenía la posibilidad 

de cumplir lo ordenado en la sentencia de tutela.  

 

Delimitados entonces los requisitos genéricos y específicos de procedibilidad de la tutela 

contra providencias judiciales, se debe analizar por el juzgado si se han vulnerado los 

derechos fundamentales de Ángela María Cruz Libreros, por cuanto el Juzgado Primero 

Penal Municipal con Función de Conocimiento de Armenia, Quindío, se negó a inaplicar las 



sanciones impuestas por desacato mediante auto del 5 de junio de 2020, a pesar de que 

la accionante manifestó la imposibilidad de cumplir la orden contenida en el fallo de 

tutela, debido a que ya no labora para la entidad o por lo menos no ostenta la 

representación legal de la EPS COMEVA. 

 

El incidente de desacato es un procedimiento que se inicia a petición de la parte 

interesada, de oficio o por intervención del ministerio público, el cual tiene como 

propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, 

sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales 

se amparan derechos fundamentales. Dicho trámite está regulado en los artículos 27 y 

52 del decreto 2591 de 1991. 

 

El objetivo del incidente de desacato consiste en garantizar la materialización de los 

derechos fundamentales protegidos por vía de tutela, de acuerdo con la orden impartida 

por el juez.  

 

Las sanciones impuestas por desacato deben imponerse al funcionario en quien radique la 

obligación de dar cumplimiento a la orden emitida en sede de tutela y no a la entidad. Se 

trata de sancionar el incumplimiento del fallo por parte del responsable. Su objetivo 

principal es lograr el restablecimiento de los derechos fundamentales protegidos por el 

juez constitucional.  

 

Por lo anterior, en el trámite del desacato será necesario demostrar la responsabilidad 

subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela, razón por la cual como se indicó con 

antelación, la sanción recae sobre una persona determinada, quien es la encargada de 

hacer cumplir las órdenes de tutela, es decir, el representante legal o quien sea delegado 

por la entidad para dicha finalidad.  

 

Por tal motivo, el hecho que la persona sancionada ya no labore en la entidad encargada 

de la prestación del servicio de salud hace imposible que pueda de alguna manera cumplir 

el fallo de tutela o interceder para lograr su cumplimiento, razón por la cual el fin de las 

sanciones impuestas por desacato pierde relevancia, pues como se ha sostenido en otras 

oportunidades por este juzgado, el propósito del incidente no es la sanción en sí misma, 

sino, el cumplimiento del fallo. 

 



La accionante Ángela María Cruz Libreros demostró a través de la certificación expedida 

por Edwar Campo Rodríguez, en calidad de director nacional de gestión humana de la EPS 

COOMEVA1, que ya no presta sus servicios en la EPS COOMEVA. Se indicó como fecha 

de retiro el 1 de mayo de 2021. 

 

De igual forma, el despacho obtuvo el certificado de existencia y representación legal 

de dicha entidad, expedido por la cámara de comercio de Cali (Valle del Cauca), en el cual 

se corrobora que la señora Ángela María Cruz Libreros no figura como representante 

legal de la EPS COOMEVA2. 

 

En virtud entonces de que la accionante ya no tiene injerencia en la adopción de 

decisiones de la entidad y en ese orden, no tiene la posibilidad jurídica de ordenar el 

cumplimiento del fallo de tutela, se amparará el derecho fundamental al debido proceso.  

 

Como consecuencia de ello, se le ordenará al Juzgado Primero Penal Municipal con Función 

de Conocimiento de Armenia, Quindío que, proceda a verificar si a la fecha se 

materializaron las sanciones impuestas en auto del 5 de junio de 2020 y, de no estar 

concretadas estas, disponga su inaplicación, de acuerdo con las razones expuestas en 

esta providencia. 

 

La aludida determinación deberá ser comunicada a las autoridades que conocieron acerca 

de la imposición de las sanciones impuestas por desacato.  

 

Ahora, en aras de salvaguardar los derechos a la salud que le asisten a la señora Diana 

Díaz Mejía, de persistir el incumplimiento por parte de la EPS COOMEVA al fallo de 

tutela proferido el 16 de agosto de 2019, el juzgado accionado deberá iniciar el trámite 

incidental de desacato en el cual se vincule al nuevo representante legal de la entidad y 

a su superior jerárquico, según se indica en el certificado de existencia y representación 

legal expedido por la Cámara de Comercio de Cali (Valle del Cauca), atendiendo las 

previsiones de los artículos 27 y 52 del decreto 2591 de 1991. 

 

                                                 
1 Folio 19, archivo, 03EscritoTutelaConAnexos 
2 Archivo, 09CertificadoCamaraComercioCoomeva 



En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Armenia -Quindío-, 

administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la Constitución y la 

Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso de la señora Ángela 

María Cruz Libreros. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la señora Jueza Primera Penal Municipal con Función de 

Conocimiento de Armenia, Quindío, que en un término de CUARENTA Y OCHO (48) 

HORAS contadas a partir de la notificación del fallo, proceda a verificar si a la fecha se 

materializaron las sanciones impuestas a la señora Ángela María Cruz Libreros en auto 

del 5 de junio de 2020 y, de no estar concretadas, disponga su inaplicación, de acuerdo 

con las razones expuestas en esta providencia. 

 

TERCERO: La determinación de inaplicación de las sanciones, deberá ser comunicada a 

las autoridades que conocieron acerca de su imposición.  

 

La presente decisión puede ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su 

notificación.  

 

Si no fuere recurrido el fallo, una vez en firme, remítase a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Firmado Por: 

 

DIANA KARINA PINEDA CASTRO  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 005 DE CIRCUITO PENAL DE LA CIUDAD DE ARMENIA-

QUINDIO 

 



Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

c4e1395ba966293450d68d0bd9e27fd3bd94938faf256bba971f208a8ab371c5 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO  

Santiago de Cali, dos (2) de junio de dos mil veintiuno (2021)  

 

ACCIONANTE:  ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS 

ACCIONADO:  JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

CALI  

VINCULADOS  WALTER ANTONIO RAMÍREZ VIVAS 

 SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA 

MUNICIPAL 

 SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD 

 CENTRO MÉDICO IMBANACO 

 POLICÍA METROPOLITANA DE CALI 

 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

 JUZGADO CATORCE CIVIL DEL CIRCUITO 

 SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD 

 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

MIGRACIÓN COLOMBIA -UAEMC 

RADICACIÓN: 760013103008-2021-00112-00  

SENTENCIA N°: T- 057 Primera Instancia. 
 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede este Despacho a proferir sentencia de primera instancia dentro de la 

acción de tutela de la referencia, presentada con el fin de que se proteja el 

derecho fundamental al debido proceso y libertad. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. El apoderado judicial de la accionante expone haberse adelantado una 

acción de tutela radicada baja el número 2019-579 en el Juzgado Primero Civil 

Municipal de Cali, mediante la cual se solicitó el amparo del derecho a la salud 

por un eventual incumplimiento de Coomeva EPS.  
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La anterior situación desembocó en el trámite de incidente de desacato por el 

presunto incumplimiento de la orden constitucional, conllevando a la imposición 

de medida sancionatoria contra su prohijada consistente en arresto, multa o 

compulsa de copias a la Fiscalía General de la Nación por el delito de fraude 

procesal. 

 

Que teniendo en cuenta la terminación del vínculo laboral de su mandante con 

la empresa Coomeva EPS desde el 1 de mayo de la anualidad que avanza, 

solicitó mediante escrito al Despacho de conocimiento la desvinculación de su 

poderdante del trámite incidental; sin embargo, por auto 151 adiado 14 de mayo 

de 2021 se negó la petición.  

 

Conforme lo expuesto, el profesional del derecho solicita a través de este 

mecanismo constitucional se declare la incursión en una vía de hecho por parte 

del Juzgado Primero Civil Municipal de esta ciudad dentro del trámite incidental 

adelantado contra la señora Ángela María Cruz Libreros. Consecuente con lo 

anterior, solicita se protejan los derechos al debido proceso, la libertad, 

patrimonio y buen nombre de su prohijada revocando la sanción a ella impuesta 

y desvinculándola del incidente de desacato e informando a través del oficio 

pertinente a la Policía Metropolitana de Cali, Consejo Superior de la Judicatura 

y Fiscalía General de la Nación.   

 

2. El accionado JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

CALI a través de su titular allegó contestación a la presente acción de tutela 

informando haber conocido de la solicitud de incidente de desacato presentado 

por el señor “WALTER ANTONIO RAMÍREZ VIVAS contra COOMEVA EPS, 

radicado bajo la partida No. 2019-579, donde mediante providencia No. 78 del 

18 de marzo de 2020, se sancionó a la señora ÁNGELA MARÍA CRUZ 

LIBREROS en calidad de Gerente General de la entidad accionada, auto que 

al ser consultado fue confirmada parcialmente por el Juzgado Catorce Civil del 

Circuito de la ciudad, a través del auto interlocutorio No. 261 del 24 de marzo 

de 2020, dado que modificó la sanción de arresto impuesta a Ángela María 

Cruz Libreros, Nathalia Elizabeth Ruiz Cerquera y German Augusto Gómez, 

aumentándola en el término de cinco (5) días de arresto. 
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Posteriormente, el 14 de mayo del año en curso, la señora ANGELA MARIA 

CRUZ LIBREROS solicita la desvinculación jurídica del trámite incidental de 

desacato, razón por la que el juzgado en la misma fecha profiere la providencia 

No. 151, mediante la cual niega la mentada petición, atendiendo a que, revisada 

la presente actuación, esta agencia judicial observó que la petente cita como 

dirección de notificación el correo electrónico: 

correoinstitucionaleps@coomeva.com.co, situación que no permite tener 

certeza de su desvinculación de la entidad incidentada”. 

 

Adicionalmente expresó atenerse a lo consignado en el expediente del trámite 

incidental, considerando no haber vulnerado los derechos fundamentales 

aducidos por la parte accionante. 

 

3. La vinculada SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL arrimó 

respuesta a la presente acción de tutela informando de sus competencias legales 

establecidas en la Ley 715 de 2001 adicionadas por la ley 1955 de 2019, por tanto, 

la vinculación de la entidad es accesoria, ya que no evidencia orden alguna a 

cumplir por parte del ente territorial ni vinculación al mencionado incidente de 

Desacato. 

 

Por lo anterior, refiere ser de competencia exclusiva de los entes judiciales dirimir 

las pretensiones perseguidas en esta acción, originadas dentro del trámite 

incidental de desacato por el no cumplimiento del fallo de tutela proferido dentro 

de la acción de tutela que cursó en el Juzgado Primero Civil de Cali bajo la 

radicación No.2019-0579-00; por consiguiente, solicita su desvinculación. 

 

4. La vinculada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL MIGRACIÓN 

COLOMBIA –UAEM presentó contestación dentro de la acción de tutela 

manifestando “que mediante Decreto-Ley 4062 de 2011, se creó la Unidad 

Administrativa Especial Migración Colombia como organismo civil de seguridad 

adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores, cuyo objetivo es ejercer las 

funciones de autoridad de vigilancia y control migratorio y de extranjería del 

Estado”, “(…) por tanto no está facultada para atender de manera favorable las 

pretensiones de instancia judicial del apoderado de la accionante”. 
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A renglón seguido, citó el artículo 121 de la Constitución Política para indicar 

que esa Unidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental de la accionante y 

por tal motivo, deberá decretarse la falta de legitimación en la causa por pasiva y 

consecuente con ello desvincularla de la presente acción. 

 

5. La vinculada FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN contestó la presente 

acción de tutela informando que “al revisar los hechos y las pretensiones de la 

acción constitucional, no se evidencia alguna situación por la que deba 

pronunciarse la Fiscalía General de la Nación, ni tampoco se ha vulnerado 

ningún derecho fundamental”, por ende, solicita su desvinculación.  

 

6. Los vinculados SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA MUNICIPAL, 

CENTRO MÉDICO IMBANACO, POLICÍA METROPOLITANA DE 

CALI, JUZGADO CATORCE CIVIL DEL CIRCUITO y la 

SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD guardaron silencio durante 

el curso de la acción de tutela, pese a haber sido notificados por el juzgado 

accionado. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Revisada la actuación procesal, no se encuentra irregularidad alguna que 

la invalide y en cuanto a los presupuestos procesales se destaca que se 

encuentran reunidos, motivo por el cual se pasará al fondo de lo debatido. 

 

2. El problema jurídico que se pone a consideración de este despacho, 

consiste en determinar, sí conforme los hechos y pretensiones esbozados por la 

accionante a través de apoderado judicial, se reúnen los requisitos para la 

procedencia de la presente acción de tutela de cara a la decisión adoptada por el 

Juzgado 1° Civil Municipal de Cali dentro del trámite incidental conforme a 

los presupuestos generales y específicos establecidos por la Honorable Corte 

Constitucional para tal fin, además de las circunstancias particulares que rodean 

el presente asunto. 
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3. La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional es un mecanismo de carácter excepcional al cual pueden acudir todas 

las personas, frente a la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales 

por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los 

casos específicamente señalados en la ley.  

 

Es un mecanismo subsidiario, rápido y eficaz y sólo procede ante la ausencia de 

otro medio de defensa judicial salvo que se trate de evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

Es sujeto activo de dicha acción la persona vulnerada o amenazada en uno de 

sus derechos fundamentales; sujeto pasivo la autoridad pública o el 

representante del órgano público que violó o amenazó el derecho fundamental, 

o los particulares cuando se encuentren en cualquiera de las situaciones que 

regulan el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

 

4. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha expuesto reiteradamente a 

través de sus pronunciamientos, los requisitos generales y especiales de 

procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, 

los cuales fueron compendiados en la sentencia C-590 de 8 de junio de 2005, de 

la siguiente forma:  

  

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional.  

  

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de 

defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar 

la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  

 c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere 

interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que 

originó la vulneración.  

 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 

misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y 

que afecta los derechos fundamentales del accionante.  
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 e. “Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 

generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado 

tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.”.  

  

f. Que no se trate de sentencias de tutela”.  

  

Además de los requisitos generales, debe cumplirse con las causales de 

procedibilidad especiales o materiales del amparo tutelar, las cuales fueron 

retomadas en la sentencia SU-034 de 2018. Estas son:   

    

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió 

la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

  

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. 

  

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que 

permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

  

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base 

en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y 

grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

  

“f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un 

engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión 

que afecta derechos fundamentales. 

  

“g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 

judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 

legitimidad de su órbita funcional. 

  

“h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 

cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental 
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y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En 

estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia 

jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental 

vulnerado. 

  

“i. Violación directa de la Constitución.” 

 

La anterior línea jurisprudencial significa que siempre que concurran todos los 

requisitos generales y, por lo menos, una de las causales específicas de 

procedibilidad contra las providencias judiciales, es procedente ejercitar la 

acción de tutela como mecanismo excepcional por vulneración del derecho 

fundamental al debido proceso.  

 

CASO CONCRETO 

 

5.  En el caso objeto de estudio, la accionante alega la afectación del 

derecho fundamental al debido proceso y libertad porque el juzgado accionado 

negó la petición de desvinculación del trámite incidental pese a no tener relación 

laboral con Coomeva EPS. 

 

De acuerdo al panorama factual planteado se torna forzoso remitirnos al trámite 

impartido dentro del incidente de desacato promovido por el accionante Walter 

Antonio Ramírez Vivas por incumplimiento del fallo de tutela N° 153 de 22 de 

agosto de 2019 mediante el cual se amparó su derecho fundamental a la salud y 

vida digna ordenando a Coomeva EPS autorizar y practicar el procedimiento 

denominado “estimulación cerebral profunda bilateral – sistema recargable con 

microregistros”, para lo anterior, le concedió a la accionada el término de 48 

horas. No obstante, el accionante presentó incidente de desacato el 27 de febrero 

de 2020. 

 

Conforme al incidente presentado, el juzgado accionado por auto N° 030 de la 

misma data, ordenó notificar la sentencia que se alega incumplida a la entidad 

accionada a través de la Gerente General, Dra. Ángela María Cruz Libreros, 

Gerente Regional Suroccidente, Dr. Germán Augusto Gómez (sic) y a la 
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Directora Regional de Salud Suroccidente, Dra. Nathalia Elizabeth Ruiz 

Cerquera. 

 

Posteriormente, la juez cognoscente requiere a los encargados de cumplir el fallo 

de tutela y a su vez insta a la señora Ángela María Cruz Libreros en su calidad de 

superior jerárquico para que inicie el correspondiente proceso disciplinario contra   

Germán Augusto Gómez (sic) y Nathalia Elizabeth Ruiz Cerquera. En la misma 

providencia se les advierte a los requeridos que informen al juzgado quienes son 

los encargados de cumplir la orden constitucional en el evento que no sean los 

responsables de hacerlo. 

 

Notificada la providencia anterior, la aquí accionada informó al Despacho de sus 

funciones e indicó los nombres de las personas encargadas de dar cumplimiento 

a las sentencias de tutela, información reiterada por la Analista Jurídica de la 

entidad quien solicitó la desvinculación de la Gerente General; sin embargo, la 

sede judicial enjuiciada decidió dar apertura al incidente de desacato contra la 

señora Ángela María Cruz Libreros, quien reiteró su petición de desvinculación 

por no ser la encargada de cumplir las órdenes constitucionales. 

 

Surtido el trámite incidental, este culminó mediante auto 078 adiado 18 de marzo 

de 2020 imponiendo sanción de un día de arresto y pecuniaria de tres salarios 

mínimos legales mensuales vigentes a la accionante Cruz Libreros. Decisión 

modificada a cinco días de arresto por el Juzgado Catorce Civil del Circuito en 

grado de consulta, al considerar insuficiente la sanción impuesta a los 

incidentados dado los reiterativos incumplimientos de la EPS.  

 

Siendo insistente la entidad accionada, el 25 de marzo de 2020 solicitó declarar 

la nulidad de las actuaciones surtidas en el marco del incidente de desacato contra 

la Gerente General, Ángela María Cruz Libreros ya que no es la encargada de 

cumplir las sentencias de tutela. 

 

Ulteriormente, el 13 de mayo de la anualidad que avanza la accionante solicitó 

su desvinculación del trámite incidental por haber presentado la renuncia a su 

cargo de Gerente General de la entidad accionada, la cual fue aceptada por la 
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entidad a partir del 1° de mayo de hogaño; empero, tal petición fue negada por el 

juzgado de conocimiento a través de providencia fechada 14 de mayo bajo el 

argumento de no tener la plena certeza de la culminación del vínculo laboral de 

la señora Cruz Libreros con Coomeva EPS; decisión confutada a través de la 

presente acción constitucional. 

 

Ahora bien, la presente acción tuitiva resulta bien particular como quiera que las 

sedes judiciales no somos ajenas al problema estructural de Coomeva EPS que 

ha desencadenado la presentación de múltiples acciones de tutela por la deficiente 

prestación del servicio de salud y de incidentes de desacato por el incumplimiento 

a las órdenes constitucionales. 

 

En ese sentido surge imperioso manifestar que la Corte Constitucional ha 

establecido como requisito de procedencia de la acción de tutela frente a 

decisiones tomadas dentro del incidente de desacato que el auto mediante el cual 

se impone la sanción o pone fin al trámite esté debidamente ejecutoriado, es decir, 

esté surtida la consulta. Igualmente, se indicó que la acción de tutela procede de 

manera excepcional cuando se materialice la vulneración del debido proceso de 

las partes. 

 

En el presente asunto resulta de bulto el anterior presupuesto de procedencia 

como quiera que el auto que desató la consulta data del mes de marzo de 2020, 

por tanto, una vez superada la anterior exigencia, debemos adentrarnos en los 

demás presupuestos de procedencia de la acción de tutela contra decisiones 

judiciales y en especial en el marco del incidente de desacato, así: 

 

1. Relevancia constitucional. 

Resulta evidente que el caso sub examine cumple este requisito toda vez que se 

debate la presunta vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso, 

libertad y buen nombre consagrados en nuestra Carta Política. 

 

2. Agotamiento de los mecanismos ordinarios de defensa judicial. 

El presente requisito se encuentra satisfecho ya que la accionante no cuenta con 

otros medios de impugnación para rebatir la decisión que le fue adversa.   
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3. Inmediatez. 

En lo referente a este requisito se observa que la providencia acusada data de 

mayo 14 de la presente anualidad, en la cual se resolvió desfavorablemente la 

solicitud de levantamiento de las sanciones por desacato y la presentación del 

recurso de amparo aconteció el 20 de mayo de hogaño. 

 

4. Incidencia directa y determinante de la irregularidad procesal en el 

sentido de la decisión. 

En el presente asunto se endilga vulneración de derechos fundamentales 

provenientes de un defecto o irregularidad procedimental por cuanto la juez 

pretende extender una sanción de naturaleza subjetiva, además de no haber 

valorado las pruebas allegadas y desconocido el precedente judicial. 

 

5. Identificación de los hechos que generan la vulneración y su alegación de 

los mismos al interior del proceso. 

En este requisito se advierte que el apoderado judicial expuso en detalle la 

providencia confutada, pero el argumento génesis del pronunciamiento atacado 

no fue puesto en conocimiento durante el trámite incidental ya que es un nuevo 

hecho que surge después de estar ejecutoriado el auto de sanción. 

  

6. La acción no se dirige contra una sentencia de tutela. 

En este punto debe indicarse que si bien la providencia acusada deviene de un 

trámite constitucional para obtener el cumplimiento de un fallo de tutela, lo 

cierto es que deben separarse e identificarse cada una de ella, pues la decisión 

que se rebate no es la sentencia misma objeto de desacato, sino, contra la que 

negó el levantamiento de la sanción. 

 

Cumplidos como están los anteriores presupuestos, se procede a incursionar en 

el estudio de la decisión adoptada por la autoridad judicial encartada, en el 

sentido de determinar si constituye una vulneración de los derechos 

fundamentales aducidos por la señora Cruz Libreros. 
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Al respecto, la accionante a través de su mandatario judicial alega haberse 

configurado un defecto procedimental, fáctico y desconocimiento del precedente 

judicial. Frente al primero de los defectos se tiene que la “jurisprudencia 

constitucional ha identificado que una autoridad judicial puede incurrir en un 

defecto procedimental bajo dos modalidades: (a) el defecto procedimental 

absoluto ocurre cuando “se aparta por completo del procedimiento establecido 

legalmente para el trámite de un asunto específico, ya sea porque: i) se ciñe a 

un trámite completamente ajeno al pertinente -desvía el cauce del asunto-, o ii) 

omite etapas sustanciales del procedimiento establecido legalmente, afectando 

el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso”.[30] (b) 

El defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto, ocurre cuando la 

autoridad judicial“(…) un funcionario utiliza o concibe los procedimientos 

como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 

actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir, el funcionario 

judicial incurre en esta causal cuando “(i) no tiene presente que el derecho 

procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los 

ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a 

los hechos probados en el caso concreto, (iii) porque aplica rigurosamente el 

derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el 

desconocimiento de derechos fundamentales”1  

 

Definido por la jurisprudencia nacional el defecto procedimental, es posible 

arribar a la conclusión de procedencia de la acción de tutela cuando el juez 

incurra en un error grave y trascendente, es decir que actuó por fuera del 

procedimiento establecido en la ley, lo cual, no se ve reflejado en el trámite 

impartido al incidente de desacato promovido por el señor Walter Antonio 

Ramírez Vivas ya que se respetaron cada una de las etapas para el desarrollo del 

trámite incidental, además que este no es materia de reproche por parte de la 

accionante, sino, la negativa de levantamiento de la sanción por su 

desvinculación de la empresa accionada. Aunado a que el apoderado judicial 

refiere una extensión de una sanción pese a estar desvinculada laboralmente su 

mandante, situación que se analizará a renglón seguido. 

 

                                                           
1 Sentencia T-367 de 2018. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-367-18.htm#_ftn30
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En cuanto al defecto fáctico este descansa en la presunta omisión por parte de la 

juez enjuiciada valorar las pruebas allegadas de la desvinculación laboral de la 

accionante con la empresa accionada. Frente a tal manifestación, este operador 

judicial disiente del togado como quiera que en la providencia fustigada se 

indicó por la falladora la razón por la cual no le generaba certidumbre la petición 

elevada por la señora Cruz Libreros al cuestionar que si su desvinculación se 

produjo a partir del 2 de mayo de la presente anualidad no entendería el uso que 

le hiciere al correo institucional de su ex empleador para recibir las 

notificaciones judiciales, impidiendo tener certeza y solidez su petición de 

desvinculación bajo el supuesto de fenecimiento del contrato laboral.  

 

Ahora bien, en aras de ilustrar la presente decisión en sede de tutela no podemos 

perder de vista que la accionante al ostentar el cargo de Gerente General de 

Coomeva EPS, debidamente inscrita en el Registro Mercantil –según el 

certificado de existencia y representación legal obrante en el expediente del 

trámite incidental-, al aceptarse la renuncia al cargo que venía desempeñando y 

la designación de la persona que fungirá como tal dicho acto debe contar con la 

solemnidad de inscripción ante la Cámara de Comercio, pues mientras no se 

efectúe el registro es inoponible frente a terceros. 

 

Lo anterior resulta ser así porque el artículo 164 del Código de Comercio 

establece que: 

 

“Las personas inscritas en la cámara de comercio del domicilio social como 

representantes de una sociedad, así como sus revisores fiscales, conservarán tal 

carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele dicha inscripción 

mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección. 

 

La simple confirmación o reelección de las personas ya inscritas no requerirá 

nueva inscripción”. 

 

La anterior disposición cuenta con estudio de constitucionalidad a través de la 

sentencia C-621 de 2003, cuya conclusión fue declarar la exequibilidad del 

canon referido, de manera que, hasta tanto no se inscriba el nuevo nombramiento 
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la accionante conservará la calidad de Gerente General para todos los efectos 

legales, es decir, para el caso concreto debe acreditar el cumplimiento de la 

sentencia de tutela N° T-153 de agosto 22 de 2019 para liberarse de los efectos 

de la sanción o acreditar fehacientemente la remoción del cargo que actualmente 

ocupa. 

 

No obstante lo indicado, este operador judicial consultó el certificado de 

existencia y representación legal de la entidad promotora de salud Coomeva, 

evidenciando en efecto que por Acta No. 368 del 03 de mayo de 2021, de Junta 

Directiva, inscrito en la Cámara de Comercio de Cali el 10 de mayo de 2021 con 

el No. 9759 del Libro IX, se designó a Germán Augusto Gámez Uribe como 

Gerente General.  

 

Por tanto, si la juez no contaba con la certidumbre necesaria para desatar la 

petición de levantamiento de las sanciones impuestas debió requerir a la actora 

para que allegara documentación tendiente a acreditar de manera fehaciente su 

desvinculación como lo es el certificado de existencia y representación legal de 

la entidad o a lo sumo solicitarlo ante el RUES o por lo menos consultarlo para 

darle sustento y solidez a su decisión a fin de no vulnerar los derechos 

fundamentales de la accionante por una presunta responsabilidad subjetiva.  

 

Bajo el anterior entendido, este Despacho Judicial considera que la decisión 

adoptada por la juez encartada si bien no es arbitraria o caprichosa, lo cierto es 

que sí se encuentra alejada de la realidad y desdeña los derechos fundamentales 

al debido proceso y posiblemente a la libertad de la accionante, por consiguiente, 

se concederá el amparo deprecado. 

 

En mérito de todo lo anteriormente expuesto, el JUZGADO OCTAVO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE SANTIAGO DE CALI, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE 

PRIMERO: AMPARAR el derecho fundamental al debido proceso de la 

señora Ángela María Cruz Libreros por los motivos antes expuestos. 
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SEGUNDO: ORDENAR al Juzgado Primero Civil Municipal de Cali que 

dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de 

la presente providencia, proceda a estudiar nuevamente la petición de 

levantamiento de las sanciones impuestas dentro del incidente de desacato 

2019-579 presentada por el apoderado judicial de la accionante Ángela María 

Cruz Libreros y, de ser el caso, solicite la documentación necesaria o practique 

las pruebas pertinentes para desatar la solicitud a que se contrae la presente 

acción de tutela. 

 

TERCERO: NOTIFICAR este fallo en los términos del artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1.991. 

 

CUARTO: SI NO FUERE impugnado el presente fallo, envíese a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE  

 

LEONARDO LENIS  

JUEZ 
     760013103008-2021-00112-00 

 



 

 

 
República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 
JUZGADO DIECINUEVE PENAL DEL CIRCUITO 

CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO 
Medellín, viernes treinta (30) de julio de dos mil veintiuno 

 
 
 
Asunto:  Tutela 1ª Instancia No. 095 
Radicado:  05001 – 31 – 09 – 019 - 2021 – 00066 - 00 
Accionante:  JORGE ANDRES CASTAÑO RIOS 
Afectado:  ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS 
Accionado: JUZGADO 5 PENAL MUNICIPAL 
Vinculados: JUZGADOS 8, 14 ,17 PENAL DEL CIRCUITO y 43PENAL 

MUNICIPAL   
Decisión:  CONCEDE 
 
 
 
Subsanada la nulidad decretada dentro de la presente acción de amparo por el 
Tribunal Superior de Medellín, Sala Penal, procede esta agencia judicial a resolver 
la solicitud de tutela presentada por el apoderado judicial JORGE ANDRES 
CASTAÑO RIOS, quien actúa en favor de la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS, identificada cédula de ciudadanía 66.899.321 en contra del JUZGADO 
5 PENAL MUNICIPAL DE MEDELLIN 

 
HECHOS 

 
En síntesis, refirió el accionante que, en el Juzgado Quinto Penal Municipal de 
Medellín, se adelantaron las acciones de tutela con número de radicados 2001-
00212 y 2010-00106; acciones que convergieron en incidente de desacato por el 
presunto incumplimiento a los fallos de tutela. 
 
Arguye que, los incidentes de desacato finalizaron con una sanción en contra de su 
prohijada, consistente ya sea en arresto, multa o compulsa de copias a la fiscalía 
general de la Nación por el eventual fraude procesal o con todas ellas.  
 
Manifiesta que, el despacho de conocimiento profirió las sanciones a nombre de la 
señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, quien desde el 1 de mayo de la 
presente anualidad se desvinculó laboralmente de la EPS COOMEVA, por lo que 
mediante escrito elevado ante el Despacho 5 Penal Municipal solicitó la 
desvinculación de la exempleada de Coomeva EPS, en razón de la pérdida de su 
vínculo laboral con la entidad encargada  de dar cumplimiento al fallo de tutela. 
 
Señala que, el 19 de mayo del 2021, el juzgado 5 Penal Municipal de Medellin negó 
la desvinculación de su representada, dentro de los trámites incidentales de 
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desacato, por lo que considera que dicha decisión, constituye una vía de hecho en 
tanto viola gravemente el derecho de defensa a la exempleada de Coomeva EPS,. 
ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS y como consecuencia quebranta de manera 
inminente el ejercicio de su libertad, la defensa de su patrimonio y el buen 
nombre, respectivamente según cada sanción. 
 
 

PRETENSIONES 
 
Solicita que, se amparen sus derechos fundamentales, y se declare la vía de hecho 
en que incurrió el Juzgado Quinto Penal Municipal de Medellín, al negar la 
desvinculación procesal de la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS en el 
trámite incidental de desacato iniciado contra COOMEVA EPS. En consecuencia, 
requiere, revocar la decisión proferida por el Juzgado precitado y decretar la 
desvinculación de la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, así mismo 
anular las sanciones impuestas a la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS 
 

 
LA PRUEBA 

 
 
Con la solicitud aportó: 
 

 - Copia de solicitud de desvinculación radicada en el juzgado 5 penal Municipal   
 - Copia de certificado a de Coomeva EPS del 1 de mayo de 2021, sobre 
desvinculación laboral de ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS,  
- Copia de Auto 128 del 19 de mayo de 2021, proferido por el Juzgado Quinto      
Penal Municipal  
- Copia de poder para actuar 
 
El Despacho avocó conocimiento en consecuencia ordenó vincular al trámite al 
JUZGADO 5 PENAL MUNICIPAL, al JUZGADO 8 PENAL DEL CIRCUITO, al 
JUZGADO 14 PENAL CIRCUITO DE MEDELLN y al JUZGADO 43 PENAL 
MUNICIPAL de MEDELLIN, al 17 PENAL CIRCUITO DE MEDELLIN,  al 
JUZGADO 26 PENAL DEL CIRCUITO, a la EPS COOMEVA, y a Blanca Nubia 
Monsalve como agente oficiosa de  Angely Rodríguez Monsalve y el señor Jaime 
de Jesús Londoño Villa solicitándoles que, en el término de un (1) día, se 
pronunciara sobre la situación planteada. 
 
 
 

RESPUESTA 
 

JUZGADO 5 PENAL MUNICIPAL DE MEDELLIN: Indicó la Juez que,  el 12 de 
mayo hogaño, recibió de derecho petición por parte de la doctora Angela María 
Cruz Libreros, en el cual solicitaba la inaplicación de las sanciones impuestas 
dentro del incidente de desacato con radicado 2010-00106, donde se profirió 
sanción el 18 de febrero de 2020 y el 3 de marzo de 2020; y el incidente con 
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radicado 2001-00212, con sanción del 13 de agosto y 2 de septiembre de 2019 y 6 de 
agosto de 2020, donde figuran como accionantes Blanca Nubia Monsalve como 
agente oficiosa Angely Rodríguez Monsalve y el señor Jaime de Jesús Londoño 
Villa, respectivamente, esto debido a que no se encuentra vinculada a dicha 
entidad desde el pasado 1 de mayo. 
 
Refiere que, el 19 mayo, esa agencia judicial emitió respuesta, en la que se le indicó  
no accedería a la misma por cuanto dichas sanciones se encontraban en firme y 
fueron confirmadas en sede de consulta, pues verificada la base de datos, se 
encontró que la sanción proferida el 18 de febrero dentro del incidente 
05001604088005 2010 – 00106, fue confirmada por el Juzgado 14 Penal del Circuito 
el 5 de marzo de 2020, y las sanciones proferidas dentro del incidente con radicado 
05001604004005 2001-00212, una el 13 de agosto de 2019, fue confirmada por el 
Juzgado 17 Penal del Circuito el 28 de agosto de 2019, y las sanciones proferidas el 
2 de septiembre de 2019 y 6 de agosto de 2020, fueron confirmadas por el Juzgado 
8 Penal del Circuito, la primera el 23 de septiembre de 2019 y la segunda en agosto 
de 2020. 
 
Por lo que considera que, no se incurrió en una vía de hecho, pues dichas 
sanciones se encuentran en firme y hasta la fecha no se informó por parte de la 
doctora Cruz Libreros, que efectivamente se haya dado cumplimiento a los 
requerimientos realizados,  
 
Por todo lo anterior solicita se declare improcedente la presente acción de tutela. 
 
JUZGADO 8 PENAL CIRCUITO: Expuso la Juez que, El día 19 de agosto de 2020, 
recibió la carpeta procedente de la oficina de apoyo judicial Radicado: 
0500140040052001-00212-12, para conocer en grado jurisdiccional de consulta, la 
sanción proferida por el Juzgado Quinto Penal Municipal de Medellín, mediante la 
cual decidió sancionar a los doctores ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS, 
Gerente General, LUIS FERNANDO CORTÉS CASTAÑEDA, Líder Nacional para 
el Cumplimiento de Fallos Judiciales, HERNÁN DARÍO RODRÍGUEZ ORTÍZ, 
Gerente Regional Noroccidente para el Cumplimiento de Fallos de Tutela, y 
CLAUDIA IVONE POLO URREGO, Directora de oficina para el Cumplimiento de 
Fallos de Tutelas Regional Noroccidente de COOMEVA EPS, imponiéndoles a 
cada uno, cinco (5) días de arresto y multa por valor de cinco (5) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
 
Señala que, el  21 de agosto de 2020, el Despacho confirmó la sanción impuesta por 
desacato a la Dra. ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS, Gerente General, al Dr. 
HERNÁN DARÍO RODRÍGUEZ ORTIZ, Gerente Regional Noroccidente para el 
Cumplimiento de Fallos de Tutela y a la Dra. CLAUDIA IVONE POLO URREGO, 
Directora de Oficina para el Cumplimiento de Fallos de Tutelas Regional 
Noroccidente de COOMEVA EPS y se revocó la sanción en contra del Dr. LUÍS 
FERNANDO CORTÉS CASTAÑEDA, líder nacional de cumplimiento de fallos 

judiciales. Por lo que afirma que el despacho no ha trasgredido ningún derecho 
fundamental del afectada. 
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JUZGADO 43 PENAL MUNICIPAL: Manifestó la Juez que, no se observa en 
actuación alguna que vincule o comprometa a ese Despacho con el trámite 
realizado al interior de las acciones constitucionales con radicado 2001-00212 y 
2010-00106, o las decisiones allí adoptadas; también dijo que había sido vincula 
mediante tutela por el juzgado 26 Penal del circuito al parecer por los mismos 
hechos. Por lo que solicita ser desvincula del presente trámite constitucional. 
 
 
JUZGADO 14 PENAL DEL CIRCUITO: Informó que, mediante decisión de data 
5 de marzo del 2020, confirmó la sanción por desacato impuesta por el JUZGADO 
QUINTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE COORDINACIÓN DEL 
CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES, a la Doctora ANGELA MARÍA CRUZ 
LIBREROS, Representante Legal de la Empresa Promotora de Salud COOMEVA, y 
los doctores CLAUDIO MAURICIO MEJÍA VÁSQUEZ, director regional de Salud 
Noroccidente y HERNÁN DARIO RODRÍGUEZ ORTIZ como Gerente Regional 
Noroccidente. 
 
 
JUZGADO 17 PENAL DEL CIRCUITO: Indicó que el Juez que, le fue asignada la 
consulta por desacato proferida por el Juzgado Quinto  Penal Municipal con 
Funciones de Control de Garantías de Medellín, donde se sancionó a la Doctora 
ANGELA MARÍA CRUZ LIBREROS, en calidad de gerente general, CLAUDIO 
MAURICIO MEJÍA VÁSQUEZ, en calidad de director regional de salud 
noroccidente encargado de cumplir con los fallos de tutela y HERNÁN DARÍO 
RODRIGUEZ ORTIZ, gerente regional noroccidente superior jerárquico encargado 
de cumplir con los fallos de tutela de COOMEVA EPS, donde figura como 
accionante la señora BLANCA NUBIA MONSALVE FIGUEROA, siendo afectada 
ANGELY RODRÍGUEZ MONSALVE  
 
Dice que, mediante auto del 3 marzo del 2020 se asumió conocimiento, y el 16 de 
marzo de 2020, mediante auto interlocutorio 022 se emitió decisión confirmando la 
sanción por desacato. 
 
Considera que, no ha incurrido en comportamientos u omisiones que configuren 
vulneración a los derechos fundamentales invocados, por ello, le solicitó disponer 
la desvinculación de la presente acción de tutela. 
 
 
JUZGADO 26 PENAL DEL CIRCUITO: Indica que, revisados los hechos y 
pretensiones del accionante dentro de la acción de tutela,  estima que se presenta 
una falta de legitimación en la causa por pasiva,  ya que, se trata de una acción 
constitucional en razón de sendos incidentes de desacato conocidos y fallados por 
el Juzgado 5° Penal Municipal de Medellín y en consulta de las sanciones 
impuestas los Juzgados 8° y 14 Penales del Circuito de Medellín, dentro de los 
radicados 2010-00106 y 2001-00212; tramites en los cuales este Juzgado no tuvo 
participación ni tomó decisión alguna.  
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Refiere que, el despacho se adelantó acción de tutela con radicado 
05001310902620210006800, siendo accionante JORGE ANDRES CASTAÑO RIOS, 
quien actúa como apoderado judicial de la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS, en contra del JUZGADO CUARENTA Y TRES PENAL MUNICIPAL 
DE MEDELLÍN, trámite que culminó con sentencia del 27 de mayo de 2021, 
negando las pretensiones del accionante, decisión que fue impugnada, razón por 
la cual el pasado 7 de julio el Magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de 
Medellín, doctor Ricardo de la Pava Marulanda, decretó la nulidad de lo actuado 
desde el auto admisorio y asumió conocimiento de la acción de tutela, por cuanto 
consideró que debió ser vinculado al trámite el Juzgado Veintisiete Penal del 
Circuito de Medellín. Solicitó ser desvinculado por falta de legitimación en la 
causa por pasiva. 
 
BLANCA NUBIA MONSALVE FIGUEROA: Manifestó que, a la fecha no se ha 
dado cumplimiento al fallo de tutela por parte de COOMEVA. 
 
Por parte de la EPS COOMEVA y el señor JAIME DE JESUS LEON LONDOÑO 

VILLA Ninguna respuesta se ha obtenido por lo que habrá de darse aplicación a 
lo estatuido en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 y dar por ciertos los hechos. 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 

Este Juzgado es competente para conocer de ésta acción, debido a que fue dirigida 
en contra de varias autoridades y la de mayor jerarquía es un organismo de 
carácter nacional (Decreto 1983 de 2017). 
 
El artículo 86 de la Constitución Nacional ha otorgado a todos los ciudadanos la 
oportunidad de acudir ante los jueces en procura del restablecimiento, mediante la 
acción de tutela, de cualquiera de los derechos fundamentales cuando considere 
que se le hayan amenazado o vulnerado por parte de las autoridades públicas o de 
particulares en eventos especiales, siempre y cuando no exista otro medio de 
defensa judicial.  
 
Corresponde a este despacho determinar si, se vulneraron los derechos 
fundamentales  de la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS ex -Gerente 
General de la EPS COOMEVA, del debido proceso, de la libertad, patrimonio y 
buen nombre,  por parte del  juzgado 5 Penal Municipal ante la negativa de 
inaplicación de  sanción por desacato frente a los incumpliendo de los fallos de 
tutela con número de radicados  2001-00212 y 2010-00106, toda vez desde que el 
pasado 1 de mayo se encuentra desvinculada de la entidad promotora de salud,  
en consecuencia, se debe ofrecer el amparo constitucional o si, por el contrario, 
como sostiene las entidades demandas, esta herramienta superior es 
improcedente. 
  
Lo primero que hay que decirse en el presente caso, es que existen dos sanciones 
impuestas mediante incidente de desacato  a la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS, por el incumplimientos a los fallos de tutela con radicado 2001- 00212 
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y 2010- 00106, sanciones que fueron confirmadas en el grado de consulta por los 
Juzgados 8 Penal del Circuito, 14 penal del circuito  y 17 Penal del circuito el 
pasado año, y de lo cual se colige que, por parte de la afectada no hubo 
pronunciamiento frente a los requerimientos efectuados por las agencias judiciales 
precitadas, evidenciándose entonces que la Juez 5 penal Municipal impuso 
sanción por desacato a la Doctora Angela María Cruz Libreros, frente al incumplió 
con las ordenes emanadas en las acciones de constitucionales  radicadas bajo los 
números radicado 2001- 00212 y 2010- 00106 y respetando el debido proceso del 
trámite incidental. 
 
Sobre las sanciones impuestas por desacato la Corte ha indicado que ;”A pesar del 
carácter sancionatorio del incidente de desacato, el objetivo fundamental de este mecanismo 
es el cumplimiento del fallo de tutela, por tal motivo se imponen las sanciones de multa y 
detención, en la medida que estas logran darle eficacia al cumplimiento de las órdenes 
impartidas por los jueces en sede de tutela. También se ha manifestado que el incidente de 
desacato tiene un carácter accesorio con respecto a la solicitud de cumplimiento, es decir, 
mientras esta última, se funda en aspectos objetivos que llevan a que se dé cumplimiento de 
la decisión, el incidente de desacato lleva inmersa una valoración subjetiva, en tanto 
requiere que se demuestre dolo o culpa en el incumplimiento de la orden impartida. Sin 
embargo, la jurisprudencia ha admitido estos dos instrumentos como idóneos para exigir el 
cumplimiento de los fallos de tutela. 
  
Por otra parte, se ha dicho que la solicitud de cumplimiento puede ser iniciada ya sea por el 
juez competente, o bien por el Ministerio Público, mientras que el incidente de desacato 
necesita de la solicitud del interesado para que se pueda tramitar, y por regla general el 
competente para conocer de ambas figuras es el juez de primera instancia. Además de ello 
es preciso tener en cuenta que sobre estas decisiones no cabe recurso alguno, salvo que se 
sancione con desacato, y que estas decisiones no deben ser enviadas a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 
  
También es preciso mencionar que hay casos en los cuales los fallos de tutela son 
de imposible cumplimiento (excepcionalmente), pero el destinatario de la orden 
está obligado a demostrar esa imposibilidad de manera inmediata, eficiente, clara 
y definitiva, caso en los cuales la jurisprudencia ha permitido la posibilidad de 
que el juez profiera órdenes adicionales a las originalmente impartidas 
o introduzca ajustes a la orden inicial, siempre que se respete el alcance de la 
protección y el principio de la cosa juzgada acudir a otros medios de defensa que 
equiparen la protección del derecho fundamental. Para ello ha señalado una serie de 
lineamientos: 
  
“(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es necesario 
modificar la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque: 
 (a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, o 
lo hizo en un comienzo, pero luego devino inane; 
(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el interés 
público o 
(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir.  
(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben estar 
encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y esencial de la 
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orden impartida en el fallo con el objeto de asegurar el goce efectivo del derecho 
fundamental tutelado.  
 (3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto a las 
condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para alcanzar 
dicha finalidad. 
 (4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la protección 
concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y eficaz.”  
  
Así mismo dentro del trámite se le debe garantizar el debido proceso a la autoridad 
acusada, manifestado en la posibilidad de exponer las razones por las cuales no ha dado 
cumplimiento a lo ordenado en la sentencia de tutela y presente sus argumentos de defensa. 
(Negrillas fuera de texto) (Sentencia T-233 del 2018) 
  
En vista de los lineamientos esbozados por la jurisprudencia , se colige que la aquí 
agenciada, en ese momento no hizo ningún pronunciamiento  frente a los trámites 
incidentales, que demostrara su imposibilidad para dar cumplimiento a las 
órdenes impartidas en sede de tutela, que hiciera que el Juez pudiera modular la 
orden, ya que  las sanciones impuestas fueron confirmadas en el grado de 
consulta, es decir se corroboró el flagrante incumplimiento frente al ordenes 
impartidas en las acciones constitucionales por parte de la señora CRUZ 
LIBREROS. 
 
Sin embargo, el profesional del derecho CASTAÑO RIOS acude a este mecanismo 
constitucional argumentando la flagrante transgresión a los derechos 
fundamentales, al debido proceso, a la libertad y al buen nombre de su 
representada, argumentando que, la señora CRUZ LIBREROS desde el pasado 
primero de mayo no se encuentra vinculada laboralmente en la EPS COOMEVA, y 
que el Juzgado 5 penal Municipal negó la desvinculación de su poderdante, dentro 
de los trámites incidentales de desacato,  considerando que dicha decisión, 
constituye una vía de hecho en tanto viola gravemente el derecho de defensa de la 
agenciada.  
 
En efecto el despacho advierte que, del acervo probatorio allegado al expediente 
de tutela, la accionante estuvo sumida dentro de trámites incidentales que 
terminaron con sanciones, las cuales fueron adelantadas con todas las garantías 
fundamentales de un proceso; no obstante, analizados los argumentos planteados 
por la parte accionante hacen procedente el amparo en cuanto a las decisiones 
emanadas en un trámite de incidente de desacato. 
 
Al respecto el  Consejo de Estado en  sentencia 11001-03-15-000-2017-03429-01(AC) 
especificó los requisitos que se debe tener en cuenta, frente a la procedencia de la 
acción de tutela contra decisiones emitidas en un incidente de desacato señalando 
que :”En cuanto a la procedencia de la acción de tutela contra decisiones adoptadas al 
interior del trámite incidental de desacato la jurisprudencia Constitucional ha manifestado 
que por tratarse de un acto jurisdiccional en sí mismo considerado, no se descarta que los 
jueces que lo profieran puedan incurrir en uno o varios de los defectos previstos por la 
jurisprudencia y, que por ende, sean susceptibles de acción de tutela.  
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En todo caso, el Juez de tutela que decida sobre la procedencia y prosperidad de la acción 
contra decisiones proferidas durante el citado trámite incidental, no podrá reabrir el debate 
constitucional dado con ocasión de la acción de tutela anterior. Esto, por cuanto su análisis 
se encuentra limitado a la presunta vulneración de los derechos fundamentales del actor 
como consecuencia de las decisiones proferidas durante el trámite de desacato en comento. 
 
Aunado a lo anterior, el Tribunal Constitucional mediante sentencia SU-627 de 2015, 
unificó la jurisprudencia frente a la procedencia de la acción de tutela contra sentencias de 
la misma naturaleza o actuaciones surtidas en dichos procesos. Uno de los supuestos que 
analizó es la posibilidad de que mediante una tutela se cuestionen decisiones proferidas 
dentro de un incidente de desacato. Al respecto señaló. 
 
“En suma, se tiene que la jurisprudencia trazada por esta Corporación sostiene que para 
enervar mediante acción de tutela la providencia que resuelve un incidente de desacato, es 
preciso que se reúnan los siguientes requisitos:  
i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada; es decir que la 
acción de tutela es improcedente si se interpone antes de finalizado el trámite –incluido el 
grado jurisdiccional de consulta, si es del caso–. 
 ii) Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales 
específicas (defectos). 
 iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo 
planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera que a) no debe traer a 
colación alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el incidente de desacato, y b) no puede 
solicitar nuevas pruebas que no fueron pedidas en un principio dentro del desacato y que el 
juez no tenía que practicar de oficio”. 
 
De acuerdo a lo anterior,  en el  caso concreto vemos que la acción constitucional 
es procedente, dado que se cumplen con los presupuestos jurisprudenciales, toda 
vez que, la afectada mediante escrito del 12 de mayo del 2021 solicitó al Juzgado 5 
Penal Municipal de Medellin la desvinculación a los trámites incidentales con 
número de radicados 2001-00212 y 2010-00106, exponiendo que desde el pasado 1 
de mayo, ya no fungía como Gerente General en la Eps Coomeva, indicando la 
imposibilidad jurídica ante su posible responsabilidad en el incumplimiento de las 
órdenes judiciales ya que, la persona natural sancionada necesariamente debe 
estar vinculada en una relación jurídica con el demandado,  y si esta no existe, no 
se puede  compeler responsabilidad a quien, no tiene potestad para comprometer 
al demandado; a lo que el Juzgado accionado no accedió indicándole que, por el 
hecho de no ocupar el cargo referido, no es procedente inaplicar las sanciones 
impuestas, cuando las mismas fueron impuestas estando como responsable del 
cumplimiento de las órdenes judiciales, circunstancia que fue confirmada por los 
superiores funcionales en sede consulta; con ello  la Juez primigenia 
desconociendo el precedente judicial y el defecto fáctico para inaplicar la sanción 
impuesta a la señora CRUZ LIBREROS  pues no, verificó  la responsabilidad 
subjetiva,  frente al incumplimiento de los desacatos a pesar de que la agenciada  
demostró que no tenía un vinculo laboral vigente con la entidad accionada y que 
le era imposible cumplir con las ordenes emanadas en las providencias judiciales. 
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En cuanto a la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento de la orden judicial 
el Alto Tribunal Constitucional señaló “Por otra parte, en el proceso de verificación que 
adelanta el juez del desacato, es menester analizar, conforme al principio constitucional de 
buena fe, si el conminado a cumplir la orden se encuentra inmerso en una circunstancia 
excepcional de fuerza mayor, caso fortuito o imposibilidad absoluta jurídica o fáctica para 
conducir su proceder según lo dispuesto en el fallo de tutela. Bajo esa óptica, no habría 
lugar a imponer una sanción por desacato en los casos en que (i) la orden de tutela no ha 
sido precisa, porque no se determinó quién debía cumplirla o porque su contenido es difuso, 
y/o (ii) el obligado ha adoptado alguna conducta positiva tendiente a cumplir la orden de 
buena fe, pero no se le ha dado la oportunidad de hacerlo. 
 
En este contexto cobra vertebral importancia un juicio adecuado en torno a la 
responsabilidad subjetiva en cabeza del destinatario de la orden de tutela, pues no basta con 
constatar el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso para dar por supuesta una 
actitud indolente por parte del mismo. Es por esto que se ha sostenido que “al ser el 
desacato un mecanismo de coerción que surge en virtud de las facultades disciplinaria de 
los jueces a partir de las cuales pueden imponer sanciones consistentes en multas o arresto, 
éstas tienen que seguir los principios del derecho sancionador”. 
 
De allí se desprende que corresponde a la autoridad competente verificar si efectivamente 
existe una responsabilidad subjetiva en el incumplimiento de la orden judicial –lo que, a su 
vez, conlleva examinar si se da un nexo causal fundado en la culpa o el dolo entre el 
comportamiento del demandado y el resultado– pues si no hay contumacia o negligencia 
comprobadas –se insiste– no puede presumirse la responsabilidad por el solo hecho del 
incumplimiento y, por lo tanto, no es procedente la sanción”( Sentencia SU 034 del 2018) 
 
En relación con lo anterior, se corrobora que el caso sub examine la Juez 
primigenia no auscultó, ni analizó, si efectivamente existía renuencia, desidia o 
nexo causal constituido en la culpa o dolo de la señora ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS ante el incumpliendo de la ordenes proferidas en los incidentes de 
desacato, por lo que dicha omisión vulneró los derechos al buen nombre, al debido 
proceso, y a la libertad de la agenciada. 
  
Se advierte entonces que, cuando se impuso la sanción por el incumplimiento de 
los precitados fallos de tutela, quien fungía para ese momento como Gerente 
General de la EPS COOMEVA, era la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS,  
y para ese momento estaba obligada a dar cumplimento a la orden impartida por 
la Juez 5 penal Municipal de Medellin, la cual fue confirma en sede consulta, pero 
a  la fecha la agenciada, ya no funge como Gerente General de la entidad 
prestadora de salud y frente a ello se le imposibilita dar cumplimiento  a las 
órdenes  proferidas en las providencias ya que, esta ante una imposibilidad 
material y jurídica para ello, pues se lograr probar en el plenario que la sanción,  
no obraba como instrumento para asegurar el cumplimiento del fallo y por ello no 
es procedente mantener la imposición  de la sanción de arresto, debido a que, esta 
no tiene una relación punitiva sino que, es una medida persuasiva que tiene por 
finalidad de evitar transgresiones a los derechos fundamentales; si bien de 
acuerdo a los manifestado por los incidentista no se ha dado cumpliendo  a las 
ordenes impartidas, lo cierto es  que quien debe de responder ante estos 
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incumplimientos es EPS COOMEVA  y quien haga sus veces de Gerente General a 
la fecha. 
 
En caso análogo el Consejo de Estado en sentencia 11001-03-15-000-2017-03429-
01(AC) indicó “En ese orden de ideas, es forzoso concluir que la providencia de 29 de 
septiembre de 2017 incurrió en un defecto fáctico, en la medida en que realizó una 
valoración defectuosa de las pruebas allegadas al incidente, lo que conlleva la vulneración 
del derecho fundamental al debido proceso del actor en la medida que mantuvo de manera 
injustificada una sanción de arresto y multa por desacato, pese a que el actor solicitó su 
inaplicación debido a la imposibilidad jurídica de dar cumplimiento al fallo de tutela, dada 
su desvinculación de la entidad destinataria de la orden judicial.   
 
Con base en lo expuesto, la Sala considera que al mantener la sanción pese a la acreditación 
su imposibilidad jurídica de dar cumplimiento al fallo de tutela, el Juzgado Segundo 
Administrativo del Circuito de Florencia tergiversó la naturaleza y finalidad del incidente 
de desacato e incurrió, como se dijo, en una valoración defectuosa de las pruebas allegadas 
al incidente, por lo que la Sala considera que tal autoridad judicial vulneró el derecho al 
debido proceso del actor.  
 
Por consiguiente, la Sala revocará la decisión de primera instancia y, en su lugar, 
concederá el amparo al derecho fundamental al debido proceso de Carlos Alberto Cardona 
Mejía, por lo que se dejará sin efecto el proveído de 29 de septiembre de 2017, proferido por 
el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Florencia, que declaró improcedente la 
solicitud de inaplicación de la sanción. En consecuencia, se le ordenará proferir una nueva 
decisión respecto a la solicitud de inaplicación de la sanción elevada por Carlos Alberto 
Cardona Mejía, providencia que deberá atender a la finalidad del incidente de desacato.” 
 
Así las cosas, se concederá el amparo solicitado y en consecuencia, se dejará sin 
efecto el proveído de 19 de mayo de 2021, proferido por el Juzgado Quinto Penal 
Municipal del Medellín que declaró improcedente la solicitud de inaplicación de la 
sanción. En consecuencia, se le ordenará proferir una nueva decisión respecto a la 
solicitud de inaplicación de la sanción elevada por ANGELA MARIA CRUZ 
LIBREROS frente a los incidentes con radicados 2001-00212 y 2010-00106, 
providencia que deberá atender a la finalidad del incidente de desacato 
 
Por último, se desvinculará a los demás accionados toda vez que no ha vulnerado 
ningún derecho fundamental del accionante. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO DECIMO NOVENO PENAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO, administrando justicia en 
nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 

FALLA: 
 
PRIMERO: Declarar procedente la tutela invocada por el profesional del derecho 
JORGE ANDRES CASTAÑO RIOS, quien actúa como apoderado judicial de la 
señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, en contra del JUZGADO 5 PENAL 
MUNICIPAL en protección a los derechos fundamentales al buen nombre y al 
debido proceso. 
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SEGUNDO: Se dejará sin efecto el proveído de 19 de mayo de 2021, proferido por 
el Juzgado Quinto Penal Municipal del Medellín que declaró improcedente la 
solicitud de inaplicación de la sanción. En consecuencia, se le ordenará proferir 
una nueva decisión respecto a la solicitud de inaplicación de la sanción elevada 
por ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, frente a los incidentes con radicados 
2001-00212 y 2010-00106 providencia que deberá atender a la finalidad del 
incidente de desacato: 
 
TERCERO: Se desvinculará a los demás accionados toda vez que no ha vulnerado 
ningún derecho fundamental del accionante 
 
CUARTO:   Contra este proveído procede el recurso de apelación.  
 
QUINTO: En firme esta sentencia, remítase el proceso, ante la H. Corte 
Constitucional, para su eventual revisión. 
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 
La Juez, 

 
PIEDAD LUCIA VANEGAS VILLA 
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Aprobado, mediante Acta Nº 132 

Agosto, dos (2) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

1.-   ASUNTO 
 
Se dispone esta Sala de Decisión Constitucional a resolver la impugnación 

oportunamente presentada por el apoderado de la señora ÁNGELA MARÍA CRUZ 

LIBREROS, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal para 

Adolescentes con Función de Conocimiento de Medellín, mediante el cual negó la 

solicitud de amparo constitucional invocado en contra del JUZGADO SEXTO 

PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 

GARANTÍAS DE MEDELLÍN, con vinculación de COOMEVA EPS. 

 
 
2.-   HECHOS Y PRETENSIONES 
 
Fueron sintetizados por la primera instancia de la forma como sigue: 

 
“El Dr. JORGE ANDRES CASTAÑO RIOS, actuando como apoderado de la señora ANGELA 

MARIA CRUZ LIBREROS, presenta ACCION DE TUTELA por Vía de Hecho contra el JUZGADO 

SEXTO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 

GARANTÍAS DE MEDELLÍN – ANTIOQUIA en razón a la negativa de desvinculación del 

incidente de desacato a su poderdante, como exempleada de COOMEVA EPS, de los 

incidentes de desacato 2018-00169 y 2018 00328 y la falta de pronunciamiento frente a la 

solicitud de desvinculación en el desacato 2014-00268, lo que produce una violación grave 

al debido proceso, a la libertad, el buen nombre y el patrimonio, de conformidad con el 

artículo 86 de la C.P.  

 

Los respectivos incidentes de desacato, finalizaron con las medidas sancionatorias, consistente 
ya sea en arresto, multa o compulsa de copias a la Fiscalía General de la Nación por el eventual 
fraude procesal o con todas ellas.  
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El despacho de conocimiento profirió las sanciones a nombre de la exempleada de Coomeva 
EPS, Sra. ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS, desvinculada laboralmente de Coomeva EPS 
desde el 1 de mayo de 2021.  
 
Solicitó la desvinculación de los incidentes de desacato con radicados No. 2014-00268, 2018-
00169 y 2018-00328, en razón de la pérdida de su vínculo laboral con la entidad encargada de 
dar cumplimiento al fallo de tutela.  
 
Mediante auto del quince de abril de 2021 y auto del tres de junio de 2021, el Juzgado Sexto 

Penal Municipal Para Adolescentes Con Función De Control De Garantías De Medellín – 

Antioquia negó la desvinculación de mi representada dentro de los trámites incidentales de 

desacato No. 2018-00328, 2019-00169. 

 

Considera que, esta decisión constituye una vía de hecho en tanto viola gravemente el 
derecho de defensa (debido proceso) y como consecuencia quebranta de manera inminente el 
ejercicio de su libertad, la defensa de su patrimonio y el buen nombre, respectivamente según 
cada sanción. 
  
Así mismo, el Juzgado Sexto Penal Municipal Para Adolescentes Con Función De Control De 
Garantías De Medellín – Antioquia no ha dado respuesta a la solicitud de desvinculación 
concerniente al radicado No 2014-00268, esto, bajo el entendido que ya han pasado más de 
20 días hábiles sin tener pronunciamiento alguno por parte del Despacho accionado.  
 
Indica que, se está trasladando una sanción disciplinaria a quien carece de la más mínima 
posibilidad de influencia para que la EPS demandada cumpla su obligación legal y judicialmente 
impuesta.  
 
La negativa de desvinculación, transforma una medida disciplinaria, disuasiva y temporal en un 

castigo retributivo prolongado en el tiempo, transformando un acto personal de responsabilidad 

subjetiva en otro de responsabilidad objetiva de carácter punitivo, lo que está proscrito en el 

ordenamiento jurídico colombiano. 

 

(…) 

El accionante formula las siguientes pretensiones:  
 
1. Que se declare la vía de hecho en que incurrió el Juzgado Sexto Penal Municipal Para 
Adolescentes Con Función De Control De Garantías De Medellín – Antioquia, al negar la 
desvinculación procesal de la Sra. ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS en los trámites 
incidentales de desacato iniciados contra COOMEVA EPS identificados con radicado No 2018-
00328, 2019-00169.  
 
2. Como consecuencia de lo anterior, tutelar los derechos al debido proceso, a la libertad, el 
patrimonio y el buen nombre de la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS.  
3. En consecuencia, con lo anterior, revocar las decisiones proferidas por el JUZGADO SEXTO 
PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS 
DE MEDELLÍN – ANTIOQUIA y decretar la desvinculación de la señora ANGELA MARIA 
CRUZ LIBREROS y como consecuencia de tal revocatoria:  
 
a. Anular las sanciones impuestas a la señora ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS dentro de 
los incidentes de desacato identificados con radicado No. 2018-00328, 2019-00169.  
 
b. Librar los oficios notificando la anulación de la medida, dirigidos a la Policía Metropolitana de 
Cali, Consejo Superior seccional de la Judicatura y Fiscalía General de la Nación.  
 
4. Dar respuesta inmediata a la solicitud de desvinculación del incidente de desacato 

identificado con radicado No. 2014-00268” (sic). 
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3.-   LA SENTENCIA IMPUGNADA 
 
El Juez de primera instancia, en fallo del 24 de junio del presente año, negó el 

amparo solicitado, al concluir que: (i) en el incidente de desacato, radicado 2014-

00268, dicha decisión fue revocada el día 12 de mayo de 2020, la citada sanción 

nunca se ejecutó y se dispuso su archivo; (ii) en el incidente de desacato, radicado 

2018-00012, la sanción de fecha 07 de mayo de 2020, fue inaplicada en la fecha, 

luego de constatarse el cumplimiento de lo ordenado; (iii) en el incidente de 

desacato, radicado 2018 00328, se inaplicó la sanción de arresto, pero dejando 

vigente la multa. notificada, mediante correo electrónico el día 23 de abril de 2021, 

sin que se hubiese presentado ningún tipo de impugnación; y, (iv) en el incidente de 

desacato, radicado 2018-00169, Mediante auto del quince de abril de 2021 y auto 

del tres de junio de 2021, el juzgado negó la desvinculación, deja sin efecto 

parcialmente la sanción de arresto, continuando vigente la sanción de multa.  

 

Asimismo, que mediante auto de fecha 3 de junio de 2021 el despacho accionado 

negó la solicitud de desvinculación del trámite incidental de la exrepresentante legal, 

no obstante, ordenó la inaplicación de la sanción de arresto, no así la de multa.  

 

Por tanto, las sanciones que se encuentran ejecutoriadas, representan una 

amonestación, dado que, en su momento, se vulneró un derecho fundamental y el 

funcionario omitió ejecutar las actuaciones requeridas por la autoridad judicial, a fin 

de no transgredir el derecho fundamental de los afiliados a COOMEVA EPS. 

 

De aquí que no evidencia vías de hechos o actuaciones arbitrarias, ilegales o 

inconstitucionales por parte del JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL PARA 

ADOLESCENTES DE MEDELLIN. 

  

Advirtió que la acción de tutela no fue creada, para suplantar instancias judiciales o 

retrotraer actuaciones ya vencidas, máxime que, ante la negativa de inaplicación de 

la sanción de arresto, no así la de multa, la parte accionante, no presentó 

impugnación alguna. 

 
 
4.-   LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con lo decidido, la pare accionante impugnó la decisión, aduciendo que 

contrario a lo indicado por el a quo contra el auto que sanciona y el que pone fin al 

grado jurisdiccional de consulta no procede ningún recurso, pues al tratarse de un 
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mecanismo preferente y sumario como lo es la acción de tutela, el incidente de 

desacato busca lograr el cumplimiento total del fallo de tutela, y que mal haría un 

apoderado judicial en crear etapas inexistentes que no estén reglamentadas en el 

decreto 2591 de 1991. 

 

Que el juez de primera instancia desconoce que la finalidad de las sanciones 

impuestas dentro de un trámite incidental de desacato es la de hacer cumplir el fallo 

de tutela, y que si bien, la autoridad judicial accionada inaplicó las sanciones de 

arresto impuestas dentro de los desacatos 2018-00328 y 2018-00169 la misma 

suerte debían correr las sanciones pecuniarias, pues lo accesorio, corre la misma 

suerte de lo principal.  

 

Así, continuar con la carga sancionatoria constituye trasformar la responsabilidad 

subjetiva de mi procurada, por una responsabilidad objetiva proscrita en el 

ordenamiento jurídico colombiano y, de contera, pedirle a mi defendida un imposible 

físico y jurídico que también está prescrito en el ordenamiento nacional. 

 

Señala que en el presente caso la vía de hecho tiene su origen en la negativa de 

desvinculación, no en la indebida actuación de los jueces de conocimiento respecto 

del trámite de la acción de tutela y del incidente de desacato. 

 

Finalmente, luego de trascribo in extenso la sentencia de tutela de segunda 

instancia proferida por el Consejo de Estado, bajo el radicado 11001-03-15-000-

2017-0342-901(AC), por los mismos hechos que motivaron la acción de tutela, se 

solicitó revocar el fallo impugnado y tomar la decisión que a derecho corresponde. 

 
 
5.-   TRASLADO IMPUGNACIÓN COMO NO RECURRENTE 
 
La titular del JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES DE 

MEDELLIN al pronunciarse frente a la impugnación impetrada por el apoderado de 

la señora ÁNGELA MARIA CRUZ LIBREROS indicó que el profesional recurrente 

descontextualiza y confunde lo que constituyó el objeto de su pretensión y de la 

decisión del juez fallador para soslayar el intrínseco sentido de la decisión que 

pretende impugnar. 

 

Señala que el fallador cuando alude a la omisión de la accionante de no haber 

ejercido el derecho de contradicción no se está refiriendo al auto por medio del cual 
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se impuso la sanción por desacato dentro del trámite incidental, sino a los autos 

donde se resolvió las solicitudes realizadas años después por la accionante 

consistentes en inaplicar las sanciones. 

 

Que el en el auto del 2 de junio de 2021, donde el despacho accionado negó la 

solicitud de desvinculación de la señora ÁNGELA MARÍA CRUZ LIBREROS en el 

incidente 2019-00169, y el auto de fecha 3 de junio de 2021 donde también negó la 

desvinculación del trámite incidental de la exrepresentante legal y ordenó la 

inaplicación de la sanción de arresto, no así la de multa, son decisiones respecto de 

las cuales como providencias judiciales que resuelven una solicitud, son 

susceptibles de recursos, pero la accionante pese a haber sido notificada no 

interpuso recurso alguno. 

 

Que contrario a lo señalado por el impugnante la decisión de primera instancia, fue 

juiciosamente analizada fáctica y jurídicamente al igual que la argumentación para 

arribar a la conclusión fue clara y completa, no se advierte en ella ninguna confusión. 

 

Por ello solicita como accionada que se confirme integralmente la decisión de 

primera instancia. 

 
 
6.-   ARGUMENTOS DE DECISION DE LA SEGUNDA INSTANCIA 
 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución Política de 

Colombia y 37 del Decreto 2591 de 1991, esta Magistratura es competente para 

conocer de la presente acción, en segunda instancia, con ocasión de la impugnación 

interpuesta.   

 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera 

instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si, por el contrario, 

hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte 

impugnante. 

 

Establecido lo anterior, y en razón a que la pretensión principal de la parte actora 

se orienta a dejar sin efectos una decisión adoptada al interior de un trámite 

incidental por desacato, conviene precisar que acorde con la jurisprudencia 

constitucional: 
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“… tratándose de solicitudes de amparo en contra de las providencias proferidas en el curso 
de un incidente de desacato, como aquella que resuelve el incidente, la Corte ha establecido 
que procede la acción de tutela excepcionalmente, siempre que logre verificarse la existencia 
de una vía de hecho. Lo anterior, por cuanto es claro que por medio del incidente de 
desacato, las autoridades judiciales toman decisiones que pueden llegar a vulnerar los 
derechos fundamentales de las partes. 
 
Entonces, siendo procedente de forma excepcional la acción de tutela, debe tenerse 
presente que durante el trámite de tal incidente no se deberán ventilar asuntos que afecten 
la ratio decidendi, ni la decisión que con base en ésta se adoptó en el fallo de tutela, y que 
sirve como fundamento para promover el incidente de desacato. Así, el estudio de una 
acción de tutela interpuesta contra un incidente de desacato deberá limitarse, en todo 
caso, a la conducta desplegada por el juez durante el incidente mismo, sin 
consideración alguna del fallo que le sirve de trasfondo. Lo contrario sería revivir un 
asunto debatido que hizo tránsito a cosa juzgada (Resaltado del texto original). 
 
La procedibilidad del amparo contra las providencias proferidas en el curso del incidente de 
desacato es entonces de carácter excepcional, y para que se configure es preciso (i) que se 
verifique el cumplimiento de las causales genéricas de procedibilidad, y (ii) que se acredite 
la existencia de una causal específica de procedibilidad”1. 

 

Entonces, para resolver el presente asunto es menester recordar que la acción de 

tutela contra providencias judiciales exige el lleno de unos requisitos generales2 y 

específicos3, los cuales deben cumplirse en forma concurrente y no alternativa, 

que implican una carga para la parte accionante, no sólo en su planteamiento, sino 

también en su demostración, como lo ha expuesto la propia Corte Constitucional (C-

590 de 2005). 

 

En ese orden de ideas, la Sala considera cumplidos los requisitos generales de 

procedibilidad. Evidentemente, la decisión que se examina no es una sentencia de 

tutela. No puede ponerse en duda la relevancia constitucional del asunto, pues lo 

que subyace en el fondo de la controversia es la presunta vulneración de la garantía 

fundamental del debido proceso, expresamente consagrado en el artículo 29 de la 

Constitución Política. Igualmente, están satisfechos los presupuestos de inmediatez 

y subsidiariedad, en tanto ha transcurrido un término razonable (los autos que 

                                            
1 Corte Constitucional. Sentencia T-482 de 2013, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
2 (i) la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional, (ii)  se hayan agotado todos los medios ordinarios 
y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un 
perjuicio irremediable, (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término 
razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración, (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, 
debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los 
derechos fundamentales de la parte actora, (v) la parte actora debe identificar de manera razonable tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre 
que esto hubiere sido posible, y; (vi) no se trate de sentencias de tutela. 
3 (i) Defecto orgánico (falta de competencia del funcionario judicial); (ii) Defecto procedimental absoluto (desconocer el 
procedimiento legal establecido); (iii) Defecto fáctico (que la decisión carezca de fundamentación probatoria); (iv) Defecto 
material o sustantivo (aplicar normas inexistentes o inconstitucionales); (v) Error inducido (que la decisión judicial se haya 
adoptado con base en el engaño de un tercero); (vi) Decisión sin motivación (ausencia de fundamentos fácticos y jurídicos 
en la decisión); (vii) Desconocimiento del precedente (apartarse de los criterios de interpretación de los derechos definidos 
por las Altas Cortes), y; (viii) Violación directa de la Constitución. 
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negaron la desvinculación se profirieron el 2 y 3 de junio de 2021) y no existe otro 

mecanismo de defensa para controvertir las determinaciones reprochadas4. 

 

Asimismo, la Sala advierte, como defecto constitutivo de causal especifica de 

procedencia de la acción de tutela, la autoridad judicial accionada incurrió en un 

defecto fáctico, por una valoración defectuosa de las pruebas allegadas, como se 

pasa a explicar. 

 

No existe discusión en este asunto que la sanción por desacato fue impuesta a la 

accionante quien para la fecha en que se decidió el incidente fungía como 

representante legal de COOMEVA EPS, no obstante, con posterioridad a dicha 

decisión se nombró a otra persona en dicho cargo, lo que quiere decir que 

actualmente la sancionada no tiene facultades para cumplir el fallo de tutela, 

siendo esa la finalidad del trámite del incidente de desacato.  

 

Al respecto, resulta pertinente traer a colación lo manifestado por la Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia5  

 

“5. En el caso concreto, aun cuando en principio no se vislumbra error en el trámite incidental, 
puesto que se vinculó y sancionó a quien para la época era el responsable del cumplimiento 
de la tutela, esto es, al aquí actor, conforme al tenor de lo dispuesto en los cánones 27 y 52 
del Decreto 2591 de 1991, el equívoco de la juzgadora reprochable por esta vía, nace al ser 
enterada el 13 de septiembre de 2017, de la renuncia del quejoso al cargo de representante 
legal de Cafesalud y pese a ello, persistir en mantener incólume un correctivo en quien para 
ese momento no se hallaba facultado para obedecer el mandato judicial.  
 
(…) Ante la desvinculación de Carlos Alberto Cardona Mejía de la persona jurídica allí 
requerida, surge para él la imposibilidad de ejecutar las acciones pertinentes para 
materializar las órdenes del fallo constitucional y la obligación de la juez, dada esa particular 
circunstancia, de exonerarlo de las sanciones impuestas por el desobedecimiento. 

 
Conviene memorar, la finalidad de esta especie de actuaciones es el cumplimiento efectivo 
de los mandatos emitidos por vía de amparo, en garantía de las prerrogativas 
iusfundamentales y no la sanción del posible infractor, situación que la tutelada debió 
auscultarse en el trámite de la petición de desvinculación, pues para ese momento, se itera, 
quien en principio fue el responsable de las órdenes ya no lo era; empero, así no actuó el 
estrado, pues de haberlo hecho habría excluido a Cardona Mejía del decurso, en pro de las 
garantías de éste, llamando al nuevo obligado, a quien se le debe garantizar el debido 
proceso, particularmente su derecho de contradicción y defensa”. 

 

                                            
4 Es menester recordar que en el marco de este mecanismo preferente están previstos como medios de controversia o de 
control, la impugnación para el fallo, la revisión ante la Corte Constitución, la consulta para el auto que impone sanciones 
por desacato y la nulidad contra los fallos de tutela. En sede de revisión es posible insistir en la selección de una o más 
tutelas para su revisión. Así, con fundamento en el artículo 86 de la Constitución Política, la Corte Constitucional ha sostenido 
que el procedimiento de tutela es especial, preferente y sumario, pues tiene por finalidad la protección inmediata de los 
derechos constitucionales fundamentales; y que no es dable aplicar por analogía todas las normas del procedimiento civil en 
relación con los recursos no previstos expresamente en las normas que regulan la acción de tutela (Auto 270 de 2002). 
5 STC20177-2017 
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Lo expuesto significa que ante la desvinculación de la accionante de COOMEVA 

EPS, surge para aquella la imposibilidad de ejecutar las acciones pertinentes para 

materializar las órdenes del fallo constitucional y la obligación del juez, dada esa 

particular circunstancia, de exonerarla de las sanciones impuestas por el 

desobedecimiento, pues es requisito indispensable que el destinatario de la orden, 

para el momento en el que se realice la ejecución de la misma, tenga la posibilidad 

de cumplirlo, porque de ejecutarse la misma, se vulneraria su derecho a la libertad 

y se desconocería el precedente jurisprudencial. 

 

En suma, resultaba dable que el juzgador municipal querellado una vez se le 

pusieron de presente las circunstancias por las cuales el abogado de la accionante 

estimó que no resultaba factible persistir en la vinculación de su representada dentro 

de los desacatos 2018-00328 y 2018-00169, y mantener en firme las sanciones 

impuesta, le correspondía sopesar los argumentos que le fueron expuestos, toda 

vez que la finalidad del incidente de desacato no es la «sanción» sino verificar el 

cabal cumplimiento de la orden de tutela para, de esa manera, determinar si es 

viable el levantamiento o no y, de ser el caso, tomar las medidas correspondientes, 

vinculando al nuevo obligado. 

 

Por lo tanto, se impone, por encima de toda consideración, procurar la salvaguarda 

de las prerrogativas denunciadas, como ya se advirtió, por lo que se revocará la 

decisión del Juzgado a quo y, con tal fin, se invalidarán los autos proferidos por el 

JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES DE MEDELLIN 

por los cuales negó la solicitud de desvinculación del trámite incidental de la 

exrepresentante legal de COOMEVA EPS dentro de los desacatos 2018-00328 y 

2018-00169, y se le ordenará que profiera una nueva determinación frente a la 

petición elevada por el apoderado de la demandante, atendiendo los parámetros 

plasmados en esta providencia.   

 
 
7.-   DECISION 
 
LA SALA DE DECISIÓN DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES N° 15 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN - EN SALA DE DECISIÓN DE 

ACCIONES DE TUTELA, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, resuelve: (i) REVOCAR el fallo proferido por el Juzgado Primero 

Penal para Adolescentes con Función de Conocimiento de Medellín, y, en su lugar, 

(ii) CONCEDER el amparo del derecho al debido proceso de la señora ÁNGELA 
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MARÍA CRUZ LIBREROS; en consecuencia, (iii) se deja sin efecto los autos 

proferidos por el JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES 

DE MEDELLIN por los cuales negó la solicitud de desvinculación del trámite 

incidental de la exrepresentante legal de COOMEVA EPS dentro de los desacatos 

2018-00328 y 2018-00169 y, se le ORDENA que dentro del término de cuarenta y 

ocho (48) horas, siguientes a la notificación de este fallo, proceda a pronunciarse 

nuevamente sobre la petición elevada por el apoderado de la accionante ÁNGELA 

MARÍA CRUZ LIBREROS, atendiendo los parámetros plasmados en esta 

providencia, todo de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva. (iv) 

Procédase con la remisión electrónica del expediente a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, mediante la plataforma dispuesta por el Acuerdo PCSJA20-

11594 del Consejo Superior de la Judicatura, previa información al Juez de primera 

instancia de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
 
 

NELSON SARAY BOTERO 
Magistrado 

 
 
 
 
 
 

FLOR ÁNGELA RUEDA ROJAS 
Magistrada 

 

 
LUZ DARY SÁNCHEZ TABORDA 

Magistrada 
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Kevin Jermay Orozco Rua

De: Juzgado 01 Promiscuo Municipal - Caqueta - San Jose Del Fragua 

<jprmpalsjfra@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado el: martes, 14 de septiembre de 2021 1:12 p. m.

Para: CorreoinstitucionalEPS

CC: cruzlibrerosangelamaria@gmail.com; abogadojorgecastano@gmail.com

Asunto: RESPUESTA DERECHO DE PETICION DE FECHA 10-05-2021

Datos adjuntos: OFICIO # 603 DEL 14-09-2020.pdf

Señora 

ANGELA MARIA CRUZ LIBREROS 

Persona Natural 

 

A través de Oficio # 603 del 14-septiembre-2021 se da respuesta a su Derecho de Petición radicado en este 

Juzgado el pasado 10-05-2021. 

 

Atentamente, 

 

 

CRISTIAN FERNANDO CALDERON VILLALOBOS 

Juez 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el 

destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando 

cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener 

consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el 

destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o 

archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es 

realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.  






